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CONDICIONANTES MEDIOAMBIENTALES EN LOS PROYECTOS INDUSTRIALES

Grupo I: martes13 de noviembre de 2018 (16 a 21 h) 

Grupo II: jueves 15 de noviembre de 2018 (9 a 14 h)

1. Legislación ambiental aplicable en la Región de Murcia.
• La legislación básica estatal y la legislación autonómica (diapositivas 2 a 3).

• La Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. El órgano sustantivo y el órgano ambiental (4 a 16).

• El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 

Prevención y Control Integrado de la Contaminación y Real Decreto 815/2013 de 18 de octubre (REI) (17 a 23) .

• La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (24 a 35).

• La Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera  (36 a 39)

• La Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sostenible 

del litoral (40 a 44).

• La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la Región de Murcia y sus modificaciones (Ley 

2/2014, Ley 8/2014, Ley 2/2017 y Ley 10/2018) (45 a 55)

• La Administración competente para la protección del interés público afectado. El enfoque de la Ley 4/2009 de la

responsabilidad ambiental frente al de la Ley 26/2007, de Responsabilidad Medioambiental. El procedimiento para el

restablecimiento de la legalidad ambiental sin perjuicio del procedimiento sancionador que en su caso proceda. Personas

responsables. Multas coercitivas, ejecución subsidiaria a su costa, liquidaciones (56 a 71).

2. Trámites administrativos: Los procedimientos de las autorizaciones ambientales autonómicas. La 

Evaluación de Impacto Ambiental ordinaria y simplificada. El órgano sustantivo y el órgano 

ambiental.(72 a 78)
• El procedimiento de autorización ambiental integrada con y sin evaluación de impacto ambiental ordinaria o simplificada. El 

procedimiento de revisión. 

• El procedimiento de autorización ambiental sectorial con y sin evaluación de impacto ambiental ordinaria o simplificada.

• Los procedimientos de autorización ambiental única en trámite a la entrada en vigor del Decreto Ley 2/2016, de 20 de abril 

convalidado por la Ley 2/2017, de 13 de febrero que modifica la Ley 4/2009.

• El régimen de la comunicación previa (APCA grupo C, productores de residuos, transportistas, agentes, negociantes).Art. 

69 Ley 39/2015.
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LEGISLACIÓN BÁSICA ESTATAL Y LEGISLACIÓN AUTONÓMICA I

En el título I de la Constitución Española relativo a los derechos y deberes
fundamentales se recoge el capítulo III relativo a los principios rectores de la política social
y económica y en su artículo 45, el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado
para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

Para quienes violen esto en los términos que la ley fije se establecerán sanciones
penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

El artículo 149.1.23.ª de la Constitución Española reserva al Estado la
competencia exclusiva para dictar la legislación básica sobre protección del medio
ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer
normas adicionales de protección.



Legislación básica y legislación autonómica II

El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en su artículo 11.3 , dice:

En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma
establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución en
las siguientes materias:

3. Protección del medio ambiente. Normas adicionales de protección.

En virtud de la reserva al Estado de la competencia exclusiva para dictar legislación básica
sobre protección del medio ambiente, y en virtud del derecho comunitario, las Cortes
Generales han aprobado leyes sobre la materia con carácter de legislación básica, como las
citadas en la primera diapositiva; la Ley 21/2013 de evaluación ambiental que reúne en un
solo texto el régimen jurídico de la evaluación de planes y programas y proyectos, el RDL
1/2016 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención y control integrado
de la contaminación, la Ley 22/2011 de residuos y suelos contaminados, la Ley 34/2007 de
calidad del aire y protección de la atmósfera, la Ley 22/1988 de costas, la Ley 26/2007 de
responsabilidad medioambiental etc.

Y ello salvaguardando las competencias autonómicas de dictar normas de desarrollo que
establezcan un nivel de protección superior y, evidentemente, sus competencias de
ejecución o gestión en materia de medio ambiente.

En el ámbito de las autorizaciones ambientales autonómicas de los proyectos industriales
que nos ocupan la Asamblea Regional aprobó la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección
ambiental integrada de la Región de Murcia que ha sido objeto de varias modificaciones,
siendo la última a través de la conocida como ley de aceleración publicada el 10 de
noviembre de 2018.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental I

En España se aplica la evaluación ambiental desde hace 30 años, de los
proyectos primero y de los planes y programas después, conocida la
primera como evaluación de impacto ambiental y la segunda como
evaluación ambiental estratégica, cuyo régimen jurídico se reúne por
primera vez en un único texto.

En su preámbulo se reflexiona sobre la eficacia de establecer un
procedimiento de evaluación ambiental común en todo el territorio
nacional sin perjuicio de la facultad constitucional de las CCAA de
establecer normas adicionales de protección. Es decir impulsar la
armonización para simplificar trámites y evitar diferencias injustificadas e
incrementar la seguridad jurídica.

En la misma se otorgaba un año a las CCAA para que adaptasen su
normativa a la ley transcurrido el cual se aplicaría como legislación básica.

La Región de Murcia se adaptó en agosto de 2014 promulgando la
remisión a la legislación estatal de evaluación ambiental mediante la Ley
8/2014, de 21 de noviembre, de medidas tributaria, de simplificación
administrativa y en materia de función pública.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental II

El procedimiento administrativo de evaluación ambiental tanto el de
evaluación ambiental estratégica, como de evaluación de impacto
ambiental, es un procedimiento instrumental respecto al procedimiento
sustantivo y sectorial de aprobación o adopción de los planes y programas
o de la autorización de los proyectos.

Los pronunciamientos ambientales: la declaración ambiental estratégica,
el informe ambiental estratégico, la declaración de impacto ambiental y el
informe de impacto ambiental, tienen la naturaleza jurídica de un informe
preceptivo y determinante.

PRECEPTIVO: Se consideran informes preceptivos aquellos que son, de
obligada petición por parte del instructor, ya que las normas que regulan
dicho procedimiento o la Ley así lo exigen.

DETERMINANTE: Serán considerados determinantes aquellos informes
que se juzguen necesarios, indispensables para continuar con el
procedimiento. Es decir, sin ellos, no se podrá continuar con la tramitación
del mismo. Y desde el punto de vista material, en cuanto a la vinculación
de su contenido para el que resuelve



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental III. ÓRGANO SUSTANTIVO Y 
ÓRGANO AMBIENTAL :

• EL ÓRGANO SUSTANTIVO: Según el artículo 5.1.d) de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental es el
órgano de la Administración Pública que ostenta las competencias para adoptar o aprobar un plan o programa, para autorizar
un proyecto, o para controlar la actividad de los proyectos sujetos a declaración responsable o comunicación previa, salvo que
el proyecto consista en diferentes actuaciones en materias cuya competencia la ostenten distintos órganos de la
Administración pública, estatal, autonómica o local, en cuyo caso, se considerará órgano sustantivo aquel que ostente las
competencias sobre la actividad a cuya finalidad se orienta el proyecto, con prioridad sobre los órganos que ostentan
competencias sobre actividades instrumentales o complementarias respecto a aquella.

• A veces el órgano sustantivo puede ser también el promotor del plan, programa o proyecto. La determinación del órgano
sustantivo conlleva la determinación del órgano ambiental conforme al artículo 11 de la Ley 21/2013. Las funciones de órgano
ambiental corresponden al Ministerio con competencias en medio ambiente cuando se trate de planes, programas o
proyectos cuya aprobación o declaración responsable o comunicación previa corresponda a la AGE o sus organismos.

• Por ejemplo, en el caso de un proyecto de cantera el órgano sustantivo es el órgano autonómico competente en materia de
minas, aunque el proyecto de cantera esté sometido además a licencia de actividad municipal del Ayuntamiento, a
autorización como actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera (grupo A o B) o comunicación previa (grupo C)
del órgano competente en materia de calidad ambiental, y en el caso de estar en zona de monte, las autorizaciones
correspondientes del órgano competente en materia forestal. La determinación es más controvertida cuando el proyecto
conlleva autorizaciones de órganos de la AE. En las desaladoras por ejemplo el órgano sustantivo es la CHS que autoriza la
desalación para la concesión de agua para un uso determinado y el órgano ambiental el Ministerio con competencias en
medio ambiente, aunque el proyecto precise de otras autorizaciones instrumentales o complementarias como la autorización
ambiental autonómica sectorial de vertido al mar.

• El órgano sustantivo es el responsable del seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la declaración de impacto
ambiental, salvo las condiciones que la propia declaración indique que deben ser vigiladas por el Ayuntamiento por referirse a
aspectos de competencia municipal o aquellas que deban vigilarse por la consejería con competencia en materia de medio
ambiente por la necesidad de aplicar conocimientos técnicos (véase el artículo 99 y 4 dela Ley 4/2009, de 14 de mayo de
Protección Ambiental Integrada de la Región de Murcia). En los artículos 51 y 52 de la Ley 21/2013 se establece que en los
proyectos de competencia estatal corresponde al órgano sustantivo el seguimiento del cumplimiento de la DAE o IAE, el
seguimiento de la DIA o IIA. O a los órganos que designen las CCAA respecto a los proyectos que no sean de competencia
estatal.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental IV. ÓRGANO SUSTANTIVO Y 
ÓRGANO AMBIENTAL:

• ÓRGANO AMBIENTAL: De acuerdo con el artículo 85 de la Ley 4/2009 en su redacción dada por la Ley 2/2017,
corresponde a la consejería con competencias en materia de medio ambiente ejercer las funciones de órgano ambiental
cuando se trate de la evaluación ambiental de proyectos que deban ser adoptados, aprobados o autorizados por la
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia o las entidades locales de su ámbito territorial, o que deban ser objeto de
declaración responsable o comunicación previa ante las mismas.

• Para la determinación del órgano sustantivo autonómico o municipal en el ámbito de la Región de Murcia, se tendrán en
cuenta sucesivamente las siguientes reglas:

• a) Cuando el proyecto esté sometido a autorización o aprobación del órgano autonómico competente por razón de la materia,
será este el que tenga la condición de sustantivo a efectos de evaluación de impacto ambiental (Ejemplo el órgano
competente en materia de minas para las canteras, el órgano competente en materia de ganadería para las explotaciones
ganaderas, el órgano competente en materia de energía para las instalaciones eléctricas…)

• b) Cuando se trate de instalaciones sujetas al Real Decreto 840/2015, de 21 de septiembre, por el que se aprueban las
medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas, será órgano
sustantivo el órgano autonómico competente en materia de accidentes graves (En la CARM la DG competente en materia de
industria).

• c) Cuando se trate de proyectos sometidos a autorización ambiental autonómica (AAI y AAS de gestión de residuos y/o
actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera y/o vertido al mar) distintos de los anteriores, el órgano sustantivo
será la consejería competente en materia de medio ambiente si el municipio en que se ubica la instalación no supera los
50.000 habitantes; y el ayuntamiento en aquellos municipios de población superior a 50.000 habitantes.

• d) En los proyectos no sometidos a autorización ambiental autonómica, distintos de los previstos en los apartados a) y b), el
ayuntamiento.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental V. ÓRGANO SUSTANTIVO Y 
ÓRGANO AMBIENTAL:

• En la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la consejería con competencias en materia de medio
ambiente, es actualmente la Consejería de Empleo, Universidades, Industria y Medio Ambiente. Las
competencias en materia de medio ambiente están repartidas en dos órganos:

• -La Dirección General de Medio Ambiente y Mar Menor es el órgano ambiental que realiza el análisis
técnico de los expedientes de evaluación ambiental y formula las declaraciones estratégicas y de impacto
ambiental y los informes ambientales. También es la que otorga las autorizaciones ambientales
autonómicas, como la autorización ambiental integrada, y las autorizaciones ambientales sectoriales de
gestión de residuos, de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y las de vertido al mar
reguladas por la Ley 22/2011 de Residuos y Suelos Contaminados, por la Ley 34/2007 de Calidad del Aire y
Protección de la Atmósfera y por la Ley de Costas, que con anterioridad al Decreto Ley 2/2016, de 20 de
abril, se denominaban autorización ambiental única e integraban la licencia de actividad. Con la
modificación introducida en la ley 4/2009 por el citado Decreto Ley convalidado por la Ley 2/2017, se
desacopla la licencia de actividad del resto de autorizaciones y controles autonómicos. Con la nueva
regulación se vuelve a la obligación de pedir la licencia de actividad al ayuntamiento y los controles e
informes propios de la licencia ya no se integran en la autorización autonómica. Cada Administración velará
por los intereses públicos que tiene encomendados.

• -La Dirección General de Medio Natural, con la Subdirección General de Política Forestal tiene asignadas
las competencias en materia de medio ambiente relativas a vías pecuarias, motes públicos, autorización de
roturaciones de áreas naturales y seminaturales, protección contra incendios etc. Y con la Oficina de
Impulso Socioeconómico en materia de medio ambiente (OISMA) tiene asignadas las competencias en
materia de medio ambiente relativas a la protección de los espacios de la red natura 2000, así como la
protección de la fauna y la flora, en aplicación de la Ley de Patrimonio Natural y Biodiversidad, y también las
competencias en materia de cambio climático.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental VI. 
Órgano sustantivo y órgano ambiental: 

El artículo 53 de la Ley 21/2013 atribuye la potestad
sancionadora al órgano sustantivo en los proyectos privados
que deban ser autorizados por la Administración General del
Estado, y a los órganos que determinen las CCAA en su ámbito
de competencia.

El artículo 162 de la Ley 4/2009 atribuye la competencia para
sancionar por infracciones de la normativa de evaluación
ambiental a la consejería competente en materia de medio
ambiente, salvo que se incumplan condiciones de la DIA en
aspectos relativos a competencia local que será el
Ayuntamiento del término municipal del proyecto.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental VII. 

Todos los anexos de la Ley son legislación básica y por tanto de aplicación
general.

Los principios que contempla preexisten en los ordenamientos
comunitario y nacional: de protección y mejora del medio ambiente,
acción preventiva y cautelar, prevención y corrección y compensación de
los impactos, quien contamina paga, racionalización, simplificación y
concertación de procedimiento, cooperación y coordinación entre la AGE y
las CCAA, proporcionalidad entre los efectos sobre el medio ambiente de
los planes, programas y proyectos y el tipo de procedimiento de
evaluación a que deban someterse, colaboración entre los órganos que
intervienen en el procedimiento, facilitando la información que se les
requiera, participación pública, desarrollo sostenible e integración de los
aspectos ambientales en la toma de decisiones.

Carecen de validez los actos de adopción, aprobación o autorización de
planes, programas o proyectos o la declaración responsable o
comunicación previa cuando estando sometidos a evaluación ambiental
no se hayan sometido, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental VIII. 
La falta de emisión de la declaración o informe ambiental en
los plazos legalmente establecidos en ningún caso equivale a
evaluación ambiental favorable.

Los pronunciamientos ambientales no son recurribles pero sí
lo son los pronunciamientos del órgano sustantivo por los que
se aprueben los planes o programas o proyectos incorporando
los pronunciamientos ambientales.

Tanto para la evaluación ambiental estratégica como para la
evaluación de impacto ambiental se diseñan dos
procedimientos el ordinario y el simplificado, según se
determine que tiene efectos significativos sobre el medio
ambiente y debe ser evaluado antes de su aprobación por el
procedimiento ordinario, o si se debe realizar un análisis caso
a caso o mediante umbrales, denominado procedimiento
simplificado para determinar si tiene efectos.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental IX. 

La Ley incluye la posibilidad de que los proyectos sujetos a
evaluación de impacto ambiental simplificada se sometan a
ordinaria cuando así lo solicite el promotor.

Se incluye la regulación de la confidencialidad que deben
mantener las AAPP en relación con determinada
documentación aportada por el promotor (art 15 LEA secreto
comercial o industrial).

También introduce la obligación de tener en consideración el
cambio climático para lo que se deberán utilizar las técnicas
disponibles en cada momento.

Se establece la obligación de publicar en el boletín oficial y
en la sede electrónica del órgano ambiental las declaraciones
ambientales estratégicas, las declaraciones de impacto
ambiental y los informes ambientales estratégicos y los
informes de impacto ambiental.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental X. 

La ley regula la vigencia de la DAE como la de la DIA y también
el procedimiento para su modificación y la resolución de
discrepancias (que atribuye en el ámbito de la AGE al Consejo
de Ministros y en el ámbito de las CCAA al Consejo de
Gobierno o al órgano que ellas determinen).

El procedimiento propiamente dicho se inicia cuando el
órgano sustantivo remite al órgano ambiental el expediente
completo, que incluye el proyecto, el estudio de impacto
ambiental y el resultado de la información pública y de las
consultas a las AAPP afectadas y las personas interesadas,
como novedad.

Con carácter previo al procedimiento deben efectuarse
algunos trámites algunos obligatorios y otros de carácter
potestativo. La determinación del alcance del estudio de
impacto ambiental tendrá carácter voluntario para el
promotor.



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental XI.
La ley establece que tendrá carácter preceptivo el informe del
órgano con competencias en materia de medio ambiente de
la comunidad autónoma, el informe del organismo de cuenca,
el informe sobre patrimonio cultural y, en su caso, el informe
sobre dominio público marítimo terrestre.

El cómputo del plazo de vigencia de la DIA se inicia con la
publicación de la misma y finaliza en la fecha de inicio de la
ejecución del proyecto (4 años). Se prevé la posibilidad de
prórroga de la vigencia de la DIA por un plazo adicional de 2
años (art.43 LEA). La solicitud de prórroga se resolverá en el
plazo de 6 meses transcurrido el plazo sin resolución se
entenderá estimada la solicitud. El informe de impacto
ambiental perderá su vigencia si una vez publicado no se
autoriza el proyecto en el plazo de 4 años (art. 47.4 LEA).



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental XII.

Se regula la modificación del condicionado
ambiental de una DIA de oficio o a solicitud del
promotor cuando concurran determinadas
circunstancias (art. 44 LEA).

Circunstancias:

- Entrada en vigor de nueva normativa que incida en el
cumplimiento de las condiciones de la DIA.

- El cumplimiento de las condiciones de la DIA se hace
imposible o innecesario por mejores técnicas disponibles.

- En el seguimiento se detecta que las medidas son
insuficientes, innecesarias o ineficaces.

El órgano ambiental para resolver consultará a las AAPP
afectadas y personas interesadas .



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental XIII.

Las declaraciones ambientales estratégicas, los informes ambientales
estratégicos, las declaraciones de impacto ambiental y los informes de
impacto ambiental no son recurribles, sin perjuicio de los que procedan
en vía administrativa o judicial frente al acto de aprobación o autorización
del plan, programa o proyecto (artículos 25.4, 31.5, 41.4, 47.6 LEA).

Resolución de discrepancias entre el órgano sustantivo y el órgano
ambiental sobre el contenido de la DAE, DIA, IAE o IIA (artículo 12 LEA),
resolverá según la Administración que haya tramitado el expediente el
Consejo de Ministros o el Consejo de Gobierno u órgano que la CA
determine. El órgano sustantivo trasladará al ambiental escrito motivando
la discrepancia en el plazo máximo de 30 días hábiles desde la publicación
en el BOE o diario oficial que deberá pronunciarse en el plazo máximo de
30 días hábiles y si no se entiende que mantiene su criterio y el sustantivo
elevará la discrepancia al órgano competente que se pronunciará en 60
días. El acuerdo por el que se resuelve la discrepancia se publicará en el
Boletín Oficial.



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y 
Control Integrado de la Contaminación I.

Una de las actuaciones más ambiciosas que se han puesto en marcha en el
seno de la Unión Europea para la aplicación del principio de prevención
en el funcionamiento de las instalaciones industriales más
contaminantes fue la aprobación de la Directiva 96/61/CE, del Consejo, de
24 de septiembre, relativa a la prevención y al control integrado de la
contaminación, mediante la que se establecieron medidas para evitar, o al
menos reducir, las emisiones de estas actividades en la atmósfera, el agua
y el suelo, incluidos los residuos, con el fin de alcanzar un nivel elevado de
protección del medio ambiente considerado en su conjunto.

En este permiso de autorización ambiental integrada se fijan las
condiciones ambientales que se exigen para la explotación de las
instalaciones y, entre otros aspectos, se especifican los valores límite de
emisión de sustancias contaminantes, que se basarán en las mejores
técnicas disponibles y tomando en consideración las características
técnicas de la instalación, su implantación geográfica y las condiciones
locales del medio ambiente.



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y 
Control Integrado de la Contaminación II.

La Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la
contaminación, es la que se ha refundido en el Real Decreto Legislativo
1/2016 de 16 de diciembre.

Es aplicable a las instalaciones de titularidad pública o privada en las que
se desarrolle alguna de las actividades industriales incluidas en las
categorías enumeradas en el anejo 1 y que, en su caso, alcancen los
umbrales de capacidad establecidos en el mismo, con excepción de las
instalaciones o partes de las mismas utilizadas para la investigación,
desarrollo y experimentación de nuevos productos y procesos.

En el artículo 3.11 se define «Instalación»: Cualquier unidad técnica fija en
donde se desarrolle una o más de las actividades industriales enumeradas
en el anejo 1 de esta ley, así como cualesquiera otras actividades
directamente relacionadas con aquellas que guarden relación de índole
técnica con las actividades llevadas a cabo en dicho lugar y puedan tener
repercusiones sobre las emisiones y la contaminación.



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y 
Control Integrado de la Contaminación III.

La definición del titular del artículo 3.27. «Titular»: Cualquier 
persona física o jurídica que explote total o parcialmente, o 
posea, la instalación. 

La autorización ambiental integrada (AAI) precederá, en todo
caso, a la construcción, montaje o traslado de las
instalaciones, y se adaptará a las modificaciones que se
produzcan en las instalaciones. Y precederá al resto de
autorizaciones exigibles.

Para el inicio de la actividad se tendrá en cuenta lo
establecido en el artículo 12 REI y en el artículo 40 LPAI.



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y Control Integrado de 
la Contaminación IV.
• La solicitud de la autorización ambiental integrada contendrá lo dispuesto en el

reglamento de desarrollo de la ley de 2013, y, al menos, la documentación establecida en
el artículo 12 de la Ley, sin perjuicio de lo que a estos efectos determinen las comunidades
autónomas.

• La solicitud de autorización ambiental integrada se presentará ante el órgano designado
por la comunidad autónoma en cuyo ámbito territorial se ubique la instalación, sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (relativo a
los Registros entre ellos el electrónico). En tanto no se produzca una designación
específica por parte de la comunidad autónoma, la solicitud se presentará en el órgano de
dicha Administración que ostente las competencias en materia de medio ambiente:

1. Ver el artículo 85 LPAI sobre órgano sustantivo y ambiental.

2. En el artículo 11 del RDL 1/2016 se establece que las comunidades autónomas dispondrán lo
necesario para incluir en el procedimiento de otorgamiento y modificación de la autorización
ambiental integrada:Las actuaciones en materia de evaluación de impacto ambiental, u otras
figuras de evaluación ambiental previstas en la normativa autonómica, cuando así sea exigible y
la competencia para ello sea de la comunidad autónoma y aquellas otras actuaciones que estén
previstas en su normativa autonómica ambiental. También posibilitarán la inclusión en el
procedimiento de la autorización ambiental integrada las actuaciones de los órganos que, en su
caso, deban intervenir en virtud de lo establecido en el Real Decreto 840/2015, de 21 de
septiembre, por el que se aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los
accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas.

3. En el artículo 3.3 del RDL1/2016 se define la ”Autorización sustantiva»: La autorización de
industrias o instalaciones industriales que estén legal o reglamentariamente sometidas a
autorización administrativa previa, de conformidad con el artículo de la Ley 21/1992, de 16 de
julio, de Industria.



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y 
Control Integrado de la Contaminación V.
• El plazo del procedimiento de AAI es de 9 meses, transcurrido dicho plazo podrá

entenderse desestimada la solicitud.

• El contenido de la resolución viene recogido en el artículo 22 del RDL 1/2016. EJEMPLO
RESOLUCIÓN. En caso de que la autorización sea válida para varias partes de una
instalación explotada por diferentes titulares, las responsabilidades de cada uno de ellos.

• El cierre de la instalación regulado en el artículo 23. el órgano competente establecerá las
condiciones de la autorización ambiental integrada para, tras el cese definitivo de las
actividades, el titular evaluará el estado del suelo y la contaminación de las aguas
subterráneas por las sustancias peligrosas relevantes utilizadas, producidas o emitidas por
la instalación de que se trate, y comunicará al órgano competente los resultados de dicha
evaluación. En el caso de que la evaluación determine que la instalación ha causado una
contaminación significativa del suelo o las aguas subterráneas con respecto al estado
establecido en el informe base mencionado en el artículo 12.1.f), el titular tomará las
medidas adecuadas para hacer frente a dicha contaminación con objeto de restablecer el
emplazamiento de la instalación a aquel estado, siguiendo las normas del anexo II de la Ley
26/2007, de 23 de octubre. Una vez producido el cese definitivo de actividades, adoptará
éste las medidas necesarias destinadas a retirar, controlar, contener o reducir las
sustancias peligrosas relevantes para que, teniendo en cuenta su uso actual o futuro
aprobado, el emplazamiento ya no cree un riesgo significativo para la salud humana ni
para el medio ambiente debido a la contaminación del suelo y las aguas subterráneas a
causa de las actividades que se hayan permitido, teniendo en cuenta las condiciones del
emplazamiento de las instalación descritas en la primera solicitud de la autorización
ambiental integrada (EJEMPLO DE RESOLUCIÓN DE APROBACIÓN DE PROYECTO
DESMANTELAMIENTO, DE RESOLUCIÓN SOBRE SITUACIÓN DEL SUELO Y DE REVOCACIÓN

AAI)



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y 
Control Integrado de la Contaminación VI.
En el artículo 26 se regula la revisión de la autorización ambiental integrada. 

1. A instancia del órgano competente, el titular presentará toda la información referida en el artículo 12 que sea necesaria para la revisión de las condiciones de la 
autorización. En su caso, se incluirán los resultados del control de las emisiones y otros datos que permitan una comparación del funcionamiento de la instalación con 
las mejores técnicas disponibles descritas en las conclusiones relativas a las MTD aplicables y con los niveles de emisión asociados a ellas. 

Al revisar las condiciones de la autorización, el órgano competente utilizará cualquier información obtenida a partir de los controles o inspecciones. 

2. En un plazo de cuatro años a partir de la publicación de las conclusiones relativas a las MTD en cuanto a la principal actividad de una instalación, el órgano
competente garantizará que: 

a) Se hayan revisado y, si fuera necesario, adaptado todas las condiciones de la autorización de la instalación de que se trate, para garantizar el cumplimiento de la 
presente ley, en particular, del artículo 7; y 

b) La instalación cumple las condiciones de la autorización. 

La revisión tendrá en cuenta todas las conclusiones relativas a los documentos de referencia MTD aplicables a la instalación, desde que la autorización fuera 
concedida, actualizada o revisada. 

3. Cuando una instalación no esté cubierta por ninguna de las conclusiones relativas a las MTD, las condiciones de la autorización se revisarán y, en su caso, adaptarán
cuando los avances en las mejores técnicas disponibles permitan una reducción significativa de las emisiones. 

4. En cualquier caso, la autorización ambiental integrada será revisada de oficio cuando: 

a) La contaminación producida por la instalación haga conveniente la revisión de los valores límite de emisión impuestos o la adopción de otros nuevos. 

b) Resulte posible reducir significativamente las emisiones sin imponer costes excesivos a consecuencia de importantes cambios en las mejores técnicas disponibles. 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o actividad haga necesario emplear otras técnicas. 

d) El organismo de cuenca, conforme a lo establecido en la legislación de aguas, estime que existen circunstancias que justifiquen la revisión de la autorización
ambiental integrada en lo relativo a vertidos al dominio público hidráulico de cuencas gestionadas por la Administración General del Estado. En este supuesto, el 
organismo de cuenca requerirá, mediante informe vinculante, al órgano competente para otorgar la autorización ambiental integrada, a fin de que inicie el 
procedimiento de revisión en un plazo máximo de veinte días. 

e) Así lo exija la legislación sectorial que resulte de aplicación a la instalación o sea necesario cumplir normas nuevas o revisadas de calidad ambiental en virtud del 
artículo 22.3. 

5. La revisión de la autorización ambiental integrada no dará derecho a indemnización y se tramitará por el procedimiento simplificado establecido en el 
reglamento de desarrollo. El procedimiento de revisión tendrá en cuenta lo previsto en el artículo 27 cuando se refiera a instalaciones cuya actividad pudiera causar 
efectos negativos significativos intercomunitarios o transfronterizos. 



El Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención y Control Integrado de
la Contaminación VII
Procedimiento de revisión de la autorización ambiental integrada tras la
publicación de las conclusiones relativas a las MTD (artículo 26.1 a 3 TRLPCIC y
artículos 16.1 a 4 y 15.3 a 11 del REI). Plazo del procedimiento de 6 meses:

-Se requiere al titular la presentación de la información (art. 26.1 TRLPCIC).

-Se solicita a los órganos que deban pronunciarse sobre las materias ambientales de su competencia que indiquen la documentación
que estiman necesario revisar en el plazo de 10 días (art. 16.1 REI)

-Recibidos los pronunciamientos se requiere al titular que en el plazo de 15 días aporte dicha documentación (art. 16.2 REI).

-Requerimiento de subsanación al titular en el plazo de 5 días, con plazo de 10 días, con advertencia desistimiento (15.3 REI).

-Si implica modificación características vertidos a dominio público hidráulico solicitud informe a organismo de cuenca en plazo de 5 días,
con plazo para emisión de 10 días sobre si la documentación debe subsanarse (15.4).

-Presentada documentación completa se somete a información pública en el BORM en plazo no inferior a 20 días (15.5 REI).

-Si no es de vertido cero petición de informe a organismo de cuenca que lo emitirá en plazo máximo de 4 meses.

-Finalizado plazo de información pública remisión en el plazo de 3 días del expediente completo, alegaciones y observaciones al
Ayuntamiento para el informe del artículo 18 TRLPCIC sobre aspectos de su competencia , al organismo de cuenca en su caso, y al resto
de órganos que deban informar sobre materias de su competencia (15.6 REI).

-Recibidos los informes, trámite de audiencia al titular (15.7), propuesta de resolución (15.8) (si alegaciones traslado a los órganos
correspondientes para que manifiesten lo que estimen conveniente en el plazo de 10 días) y resolución.

Procedimiento de revisión de oficio de la autorización ambiental integrada
(artículo 26.4.a,b,c,e TRLPCIC y 16.5 REI). Plazo del procedimiento de 3 meses:

-Los órganos que proponen la revisión al órgano competente para otorgar la AAI por las causas del art. 26.4 señaladas,
solicitan de manera razonada, indicando lo que se pretende revisar, que se inicie el procedimiento. Tras el informe propuesta
de modificación de oficio, si no se van a modificar ni las emisiones, ni los controles de la instalación, se da trámite de
audiencia al titular de la autorización y se dicta la resolución de modificación de oficio de la AAI (16.5 REI).



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados I

La promulgación de la Directiva 2008/98/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de
2008, sobre los residuos, incorpora el principio de jerarquía
en la producción y gestión de residuos que ha de centrarse en
la prevención, la preparación para la reutilización, el reciclaje
u otras formas de valorización, incluida la valorización
energética y aspira a transformar la Unión Europea en una
«sociedad del reciclado» y contribuir a la lucha contra el
cambio climático.

Se introducen artículos específicos dedicados a los
conceptos de «subproducto» y de «fin de la condición de
residuo», y se establecen las condiciones que debe cumplir un
residuo para considerarse un subproducto o para perder su
condición de residuo.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de 
residuos y suelos contaminados II
Hay una mayor claridad y sistematización de las obligaciones de los sujetos
intervinientes en la cadena de producción y gestión de residuos, así como una
simplificación de las cargas administrativas sobre los operadores, sustituyendo
parte de las autorizaciones existentes en la anterior Ley por comunicaciones. Esta
evolución de la sustitución de autorizaciones por comunicaciones se enmarca en el
proceso general de sustitución del control a priori de la administración por un
control a posteriori, que no ralentice el inicio de las actividades económicas, pero
que en todo caso no supone una pérdida de control por parte de la administración
sino un cambio en el momento en el que éste se lleva a cabo.

Las empresas que producen residuos peligrosos y residuos no peligrosos en
cantidad superior a 1.000 t/año se someten al requisito de comunicación previa en
la Comunidad Autónoma donde se ubiquen, de esta forma se dota a las
Comunidades Autónomas de información necesaria para facilitar la vigilancia y el
control de la producción de residuos, y se simplifican los trámites administrativos a
las empresas que producen residuos peligrosos, sustituyendo el régimen anterior
de autorización por el actual de comunicación.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados III

El régimen jurídico aplicable a la gestión de los residuos en su sentido más
amplio compra-venta de residuos (negociación), agencia, recogida,
transporte y tratamiento, estableciendo para aquellas empresas cuya
actividad no esté vinculada a una instalación, un régimen de comunicación
únicamente en la Comunidad Autónoma donde tienen el domicilio,
evitando la repetición de trámites administrativos en el resto de
Comunidades Autónomas donde pretenda operar.

El régimen aplicable a las actividades de gestión de residuos que se
desarrollan en una determinada instalación es el de autorización, tanto a
la empresa que va a desarrollar la actividad, como a las instalaciones
donde se desarrolla.

Es necesario subrayar que no existe un régimen jurídico específico para
todas las operaciones de almacenamiento de residuos, sino que, cuando
es una operación de tratamiento, la instalación requerirá autorización
previa. Por otro lado, cuando los productores de residuos almacenen sus
propios residuos en el lugar de producción y estén obligados a presentar
comunicación, deberán incluir las condiciones de este almacenamiento en
el contenido de la comunicación.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados IV
Responsabilidad ampliada del productor del producto»

la Ley posibilita que se haga de manera individual o mediante sistemas
colectivos. En este caso los productores deberán constituir una entidad
con personalidad jurídica propia y sin ánimo de lucro, garantizando el
acceso de todos los productores en función de criterios objetivos. Para
este supuesto se prevé un sistema de autorización con la participación de
la Comisión de coordinación en materia de residuos, que garantiza una
actuación homogénea en todo el territorio nacional de los sistemas
colectivos.

Los sistemas individuales, por el contrario, no quedan sometidos a este
régimen de autorización administrativa, sino al de comunicación previa al
inicio de su actividad, en consonancia con el principio, inspirador también
de Ley, de facilitar a los ciudadanos y a las empresas el acceso y el ejercicio
de actividades de servicio.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados V
• El título V contiene la regulación de los suelos contaminados, concepto

utilizado por primera vez en nuestro ordenamiento jurídico en la Ley
10/1998, de 21 de abril.

• Se regulan las obligaciones de información a las que quedan sujetos
tanto los titulares de las actividades potencialmente contaminantes del
suelo como los titulares de los suelos contaminados y se crea el
inventario estatal de suelos contaminados.

• Objetivos de esta Ley es aumentar la transparencia en la gestión de los
residuos y posibilitar su trazabilidad, y a este fin responde el título VI,
dedicado al Registro e información sobre residuos.

• El envío anual de información a las Comunidades Autónomas por parte
de las entidades o empresas de tratamiento de residuos permitirá
mejorar la información relativa a la producción y gestión de los residuos
y disponer de información precisa y fiable, básica para desarrollar la
política de residuos y para dar cumplimiento a las obligaciones de
información, comunitarias e internacionales.

• El título VII regula la responsabilidad, la vigilancia, inspección y control, 
y el régimen sancionador. 



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados VI
En el artículo 27 se regula la autorización de las operaciones de
tratamiento de residuos.

Quedan sometidas al régimen de autorización por el órgano ambiental
competente de la Comunidad Autónoma donde están ubicadas, las
instalaciones donde vayan a desarrollarse operaciones de tratamiento de
residuos, incluido el almacenamiento en el ámbito de la recogida en
espera de tratamiento, así como la ampliación, modificación sustancial o
traslado de dicha instalación.

Deberán obtener autorización las personas físicas o jurídicas para realizar
una o varias operaciones de tratamiento de residuos. Estas
autorizaciones serán concedidas por el órgano ambiental competente de
la Comunidad Autónoma donde tengan su domicilio los solicitantes y
serán válidas para todo el territorio español. Las Comunidades
Autónomas no podrán condicionar el otorgamiento de la autorización
prevista en este apartado a que el solicitante cuente con instalaciones
para el tratamiento de residuos en su territorio.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados VII

En aquellos casos en que la persona física o jurídica que solicite la
autorización para realizar una o varias operaciones de tratamiento de
residuos sea titular de la instalación de tratamiento donde vayan a
desarrollarse dichas operaciones, el órgano ambiental competente de la
Comunidad Autónoma donde esté ubicada la instalación concederá una
sola autorización que comprenda la de la instalación y la de las
operaciones de tratamiento (GOR).

Las autorizaciones contenidas en este artículo podrán integrarse en las
autorizaciones obtenidas con arreglo a otra normativa comunitaria, estatal
o autonómica, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en esta
Ley.

La autorización prevista en el apartado 1 de este artículo para las
instalaciones de tratamiento de residuos quedará integrada en la
autorización ambiental integrada concedida conforme a la Ley 16/2002, de
1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, e
incluirá los requisitos recogidos en este artículo tal y como establece el
artículo 22.1.g) de la Ley 16/2002, de 1 de julio. La autoridad competente
incorporará la información pertinente en su registro de producción y
gestión de residuos en los términos del artículo 39.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados VIII
-Las autorizaciones previstas en este artículo se concederán por un plazo
máximo de 8 años, pasado el cual se renovarán automáticamente por
períodos sucesivos, con excepción de las autorizaciones otorgadas a las
instalaciones a las que resulte de aplicación de la Ley 16/2002, de 1 de
julio, de prevención y control integrados de la contaminación, cuyo plazo
de vigencia coincidirá con el de la autorización ambiental integrada
(revisión en el plazo de 4 años desde la publicación de las MTDs). Todas
las autorizaciones se inscribirán por la Comunidad Autónoma en el
registro de producción y gestión de residuos.

-La transmisión de las autorizaciones estará sujeta a la previa
comprobación, por la autoridad competente, de que las operaciones de
tratamiento de residuos y las instalaciones en que aquéllas se realizan
cumplen con lo regulado en esta Ley y en sus normas de desarrollo.

-El plazo máximo para dictar la resolución que ponga fin a los
procedimientos de autorización previstos en este artículo será de diez
meses. Transcurrido el plazo previsto sin haberse notificado resolución
expresa se entenderá desestimada la solicitud presentada (ver arts. 45 y
46 LPAI sobre las autorizaciones ambientales sectoriales en que el plazo
será de 6 meses y el silencio administrativo también es negativo como no
podría ser de otra manera)



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados IX

• Una conclusión que podemos extraer del sistema de comunicación previa de actividades es la rigurosa 
seriedad que exige a los titulares de las instalaciones.

• Ante el conflicto entre seguridad y libertad, el régimen aplicable en nuestro Derecho administrativo a 
las autorizaciones de funcionamiento venía optando por la seguridad, sometiendo a autorización 
cualquier modificación -sustancial o no- lo que daba al titular la tranquilidad de una comprobación 
administrativa previa a la ejecución de la modificación, pero le trasladaba la carga de esperar al 
pronunciamiento administrativo para iniciar cualquier actividad.

• El régimen de comunicación previa permite que las actuaciones o actividades se pongan en marcha 
con mucha mayor agilidad, pero entraña también a partir de ahora mucha mayor inseguridad para el 
comunicante, que emprende la actuación sin contar con el beneplácito administrativo, y se expone a 
una posterior comprobación que -si no se supera en lo esencial- conducirá a que la administración 
impida o restablezca la situación al estado anterior a la modificación (sin las garantías propias de un 
procedimiento de revisión de oficio, ni una eventual responsabilidad administrativa por la deficiente 
comprobación previa).

• En definitiva, si el riesgo que asume el titular de una instalación al solicitar una autorización es escaso 
(y como mucho da lugar a un requerimiento para la subsanación de deficiencias), el riesgo asumido por 
el titular con la comunicación previa es considerablemente superior al quedar expuesto a que la 
deficiencia se considere esencial a juicio del órgano administrativo. No es necesario insistir en la 
extraordinaria exigencia que representa para los titulares de instalaciones acreditar el cumplimiento de 
todos los requisitos legales y reglamentarios exigibles a la modificación, lo que resulta necesario para 
que la comunicación previa se considere completa, y no se pongan en marcha los mecanismos de 
prohibición y restablecimiento legalmente previstos.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
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CONSEJO DE ESTADO: DICTÁMENES

Número de expediente: 88/2011 (MEDIO AMBIENTE, Y MEDIO RURAL Y MARINO)

Asunto: Proyecto de Ley de Residuos y suelos contaminados.

Fecha de Aprobación: 17/2/2011

G) Autorizaciones y comunicaciones

-Siendo en general correcta toda la regulación, estima este Consejo de Estado que, sin
embargo, el Título III se cierra en falso porque faltan al menos dos precisiones muy
importantes y que en parte derivan de cambios de carácter más general habidos en la
legislación ambiental que de la evolución de la aplicación de la Ley 10/1998.

…Se trata, en primer lugar, de la ausencia de un precepto que habilite las potestades administrativas de simple restablecimiento de la

legalidad (sin necesidad alguna de incoar expedientes sancionadores). Se trata de la potestad de la Administración de cerrar instalaciones
o paralizar servicios que están operando ilegalmente hasta que la legalidad se haya restablecido (por ejemplo, una actividad que debiendo
estar autorizada carece de la misma o de la declaración responsable previa, o no se ajusta a lo declarado o autorizado, que puede
paralizarse. Con o sin preaviso mientras no proceda el interesado a ajustar su actividad a la legalidad). Esta potestad nada tiene que ver con
la sancionadora y el hecho de que en una ley sectorial solo se contemple la paralización de actividades o cierre de instalaciones como
medida cautelar o definitiva accesoria al procedimiento sancionador ha hecho que la jurisprudencia interprete que sólo si hay
procedimiento sancionador puede llevarse a cabo (pese a que la Ley 30/1992 obviamente las permite con carácter general como parte de
cualquier procedimiento administrativo, lo que los tribunales en algunos casos parecen no considerar suficiente cuando la materia está
regulada en bloque por legislación sectorial).

Por ello hoy en día, como reacción a esa derivación jurisprudencial, prácticamente todas las leyes que manejan técnicas de policía
administrativa (típicamente las básicas ambientales y desde luego las leyes autonómicas) suelen añadir un precepto que permite
explícitamente a la Administración competente adoptar, sometidos al principio de proporcionalidad, actos administrativos de medidas
de paralización o cierre mientras el interesado adecua las mismas a los mínimos de legalidad formal de sujeción a autorización,
declaración o a sus condicionantes si dichos actos existieran.

No basta pues con el artículo 51 cuyo fundamento y mecanismo de actuación obedece a principios muy distintos derivados del
ordenamiento sancionador.
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En el artículo 30 se regula el restablecimiento de la legalidad ambiental.
1. Con el fin de asegurar el cumplimiento de lo previsto en esta ley, la
autoridad competente podrá adoptar alguna de las siguientes medidas:

a) El cierre del establecimiento o la paralización de la actividad cuando
éstos no cuenten con las autorizaciones, declaraciones o registro
correspondientes.

b) La suspensión temporal de la actividad cuando no se ajuste a lo
declarado o a las condiciones impuestas por la citada autoridad, siempre
que de ello se derive un riesgo grave para el medio ambiente o la salud
pública, durante el período necesario para que se subsanen los defectos
que pudieran existir.

2. Los actos previstos en el apartado anterior no tendrán consideración de
sanción y se dictarán y tramitarán conforme a lo dispuesto en la normativa
autonómica para los procedimientos para el restablecimiento de la
legalidad ambiental, o en su caso, para los procedimientos que regulen la
concesión de la autorización, declaración o registro que deba concederse.

• Se introduce a raíz del dictamen del Consejo de Estado, Número de 
expediente: 88/2011.



La Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 
contaminados XII

También el artículo 44 relativo a la inspección establece que
el órgano competente podrá comprobar en cualquier
momento que se cumplen los requisitos para el
mantenimiento de las autorizaciones otorgadas y para
continuar la actividad prevista en las comunicaciones según lo
previsto en la ley; en el caso en que no fuera así se podrá
suspender la autorización o paralizar provisionalmente la
actividad prevista en las comunicación y se propondrán las
medidas a adoptar o en su caso se podrá revocar la
autorización o paralizar definitivamente la actividad.



La ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la 
atmósfera I

La atmósfera es un bien común indispensable para la vida respecto del
cual todas las personas tienen el derecho de su uso y disfrute y la
obligación de su conservación.

Los procesos de industrialización y de urbanización de grandes áreas
territoriales fueron provocando impactos negativos en la calidad del aire,
lo que hizo preciso instrumentos legales tendentes a hacer compatibles el
desarrollo económico y social y la preservación de este recurso natural.

Las evaluaciones de la calidad del aire demuestran que nuestros
principales problemas son similares a los de otros países europeos
aunque, en algunos casos, agravados por nuestras especiales condiciones
meteorológicas y geográficas.

Si consideramos que el aire y la contaminación no conocen de deslindes
territoriales o administrativos y tenemos en cuenta la distribución
competencial prevista en esta materia en nuestro ordenamiento, esta ley
enfatiza la necesaria cooperación y colaboración interadministrativa para
asegurar la eficacia y coherencia de sus actuaciones y evitar disfunciones o
carencias.



La ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la 
atmósfera II

En la ley se habilita al Gobierno, con la participación de las comunidades
autónomas, para establecer valores límite de emisión para contaminantes y
actividades concretas así como para fijar obligaciones específicas respecto de la
fabricación, comercialización uso y gestión de productos que puedan generar
contaminación atmosférica. Paralelamente se insta al uso de las mejores técnicas
disponibles y al empleo de los combustibles menos contaminantes.

La ley establece un instrumento de prevención el sometimiento de ciertas
actividades a un régimen de intervención administrativa:

• Catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera.

• Las categorías de actividades del mismo que deben someterse a un régimen de intervención
administrativa de las comunidades autónomas.

• Los criterios que deben tomarse en consideración a fin de calificar la modificación de una instalación
como sustancial y el procedimiento a seguir en el caso de autorizaciones de actividades que puedan
tener repercusiones sobre la calidad del aire de otra comunidad autónoma o de otro Estado.

• Aspectos relativos al control, la inspección, vigilancia y seguimiento para garantizar el cumplimiento de
esta ley. Por una parte atribuye a las comunidades autónomas y entidades locales conforme sus
competencias, la responsabilidad de la adopción de las medidas de inspección necesarias (art.5LCAPA).

• Régimen sancionador. Principio de prevención dada la difícil reparación y difícil identificación y
cuantificación de las causas. Sin perjuicio de la sanción penal o administrativa que se imponga, el
infractor estará obligado a adoptar todas las medidas posibles para la reposición o restauración de las
cosas al estado anterior de la infracción cometida, así como a abonar la correspondiente indemnización
por los daños y perjuicios causados en el caso de que éstos se hayan producido (Multas coercitivas y
ejecución subsidiaria).



La ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la 
atmósfera III
• En el artículo 13 de la Ley se regulan las Actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera.

Son las incluidas en el catálogo que figura en el anexo IV. Este anexo lo actualizará el Gobierno con la
participación de las CCAA.

• Quedan sometidas a procedimiento de autorización administrativa de las comunidades autónomas y
en los términos que estas determinen, la construcción, montaje, explotación, traslado o modificación
sustancial, de aquellas instalaciones en las que se desarrollen alguna de las actividades incluidas en el
catálogo recogido en el anexo IV de esta ley y que figuran en dicho anexo como pertenecientes a los
grupos A y B. Las actividades incluidas en el grupo A estarán sujetas a unos requisitos de control de
emisiones más exigentes que aquéllas incluidas en el grupo B.

• Estas autorizaciones, se concederán por un tiempo determinado que en ningún caso será superior a
ocho años, pasado el cual podrán ser renovadas por periodos sucesivos.

• El órgano competente para otorgar la autorización dictará la resolución que ponga fin al procedimiento
en el plazo máximo de nueve meses. En la CARM la Ley 4/2009 las denomina autorizaciones
ambientales sectoriales (AAS) y el plazo del procedimiento es de seis meses y se regulan en los artículos
45 y 46, con la ley 10/2018, de 9 de noviembre, de aceleración, se reduce a 3 meses. Transcurrido dicho
plazo sin haberse notificado resolución expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud presentada
(Silencio administrativo negativo).

• La construcción, montaje, explotación, traslado, modificación sustancial, cese o clausura de aquellas
instalaciones en las que se desarrollen alguna de las actividades incluidas en el catálogo recogido en el
anexo IV y que figuran como pertenecientes al grupo C, deberá ser notificada al órgano competente de
la comunidad autónoma en las condiciones que determine su normativa (Régimen de comunicación
previa del artículo 69 Ley 39/2015). De estar el proyecto sometido a DIA O IIA no se presentará la
comunicación previa hasta que se haya emitido e incorporado sus condiciones a la resolución de
aprobación del proyecto por el órgano sustantivo (artículo 9.2 Ley 21/2013) Ejemplo cantera.

• No podrá otorgarse la autorización a la que se refiere este artículo, sin que previamente se haya
dictado declaración de impacto ambiental o informe de impacto ambiental (artículo 13 LCAPA Y 46
LPAI).



La ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la 
atmósfera IV

El contenido mínimo de la autorización será:

-Los valores límite de emisión de los contaminantes, en particular los enumerados
en el anexo I, que puedan ser emitidos por la instalación y en su caso los
parámetros o las medidas técnicas que los complementen o sustituyan.

-Las prescripciones para reducir la contaminación a larga distancia o
transfronteriza en su caso.

-Los sistemas y procedimientos para el tratamiento y control, con especificación
de la metodología de medición, su frecuencia y los procedimientos para evaluar
las mediciones.

-Las medidas relativas a las condiciones de explotación en situaciones distintas
de las normales que puedan afectar al medio ambiente, como la puesta en
marcha, fugas, fallos de funcionamiento, paradas temporales o cierre definitivo.

-El plazo por el que se otorga la autorización. Estas autorizaciones, se concederán
por un tiempo determinado que en ningún caso será superior a ocho años, pasado
el cual podrán ser renovadas por periodos sucesivos (art.13.2 LCAPA).

-El procedimiento de la autorización (AAI y AAS) TRLPCIC y LPAI). EL Plazo del
procedimiento es de 9 meses para la AAI y 6 meses para la AAS, aunque con la Ley
10/2018, de 9 de noviembre, de acelaración que modifica el artículo 46.4 de la
LPAI el plazo es de 3 meses. El silencio administrativo es negativo.



La Ley 22/1988, de Costas, modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo de 
protección y uso sostenible del litoral I.

• La Directiva 2000/60/CE, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de
actuación en el ámbito de la política de aguas, tiene por objeto establecer un marco para la protección
de las aguas de transición y las aguas costeras. Este objetivo se concreta en la obligación por parte de
los Estados miembros de proteger, mejorar y regenerar todas las masas de agua, con el objeto de
alcanzar un «buen estado» de dichas aguas, incluyendo en este concepto tanto su «estado químico»,
definido a partir de las concentraciones límites de contaminantes establecidas en las diferentes
normativas sectoriales, como su «estado ecológico», entendido éste como una expresión de la calidad
de la estructura y el funcionamiento de los ecosistemas acuáticos, es decir, su estado de conservación y
evitando, en cualquier caso, el deterioro de su estado de calidad.

• En el mismo sentido, la Directiva 2006/11/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de febrero
de 2006, relativa a la contaminación causada por determinadas sustancias peligrosas vertidas en el
medio acuático de la Comunidad, impone a los estados miembros la obligación de adoptar
determinadas medidas para eliminar la contaminación causada por los vertidos al medio acuático de
las sustancias que en ella se indican. Otras normas comunitarias que pueden citarse, relacionadas con
la política de aguas, son la Directiva 2006/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de
febrero de 2006, relativa a la gestión de la calidad de las aguas de baño (incorporada el Derecho
Español mediante el Real Decreto 1341/2007, de 11 de octubre, de Gestión de la Calidad de las Aguas
de Baño) y la Directiva 2006/113/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de
2006, relativa a la calidad exigida a las aguas para cría de moluscos.

• La Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso
sostenible del litoral y de modificación de la ley 22/1988, de 28 de julio de costas, y la norma
correspondiente a su desarrollo, concretamente, el Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre, por el
que se aprueba el Reglamento General de Costas, recogen las condiciones técnicas y administrativas
que deben reunir los vertidos de aguas residuales realizados al dominio público marítimo-terrestre,
exigen el sometimiento a autorización previa de estos vertidos por parte de la Administración
Competente y establecen las condiciones que debe cumplir dicha autorización.



La Ley 22/1988, de Costas, modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo de 
protección y uso sostenible del litoral II.

• La Ley 22/1988, de Costas, atribuye a las Comunidades Autónomas el ejercicio
de las competencias en materia de vertidos al mar, siempre que tengan
atribuidas dichas competencias en sus respectivos Estatutos como es el caso de
la Región de Murcia. Así el Artículo 224 del Real Decreto 876/2014, de 10 de
octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de Costas, establece que
las comunidades autónomas ejercerán las competencias que, en las materias de
ordenación territorial y del litoral, puertos, urbanismo, vertidos al mar y demás
relacionadas con el ámbito de la Ley 22/1988, de 28 de julio, tengan atribuidas
en virtud de sus respectivos Estatutos de Autonomía (artículo 114 de la Ley
22/1988, de 28 de julio).

• En la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la
Región de Murcia, en la regulación del procedimiento de autorización
ambiental integrada, se establece que se aportará con la solicitud, entre otra
documentación, la exigida por la legislación de costas para la autorización de
vertidos desde tierra a mar, como también se señala en el Real Decreto
Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley de prevención y control integrado de la contaminación.

• En la citada Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada, en
la regulación del procedimiento de autorización ambiental sectorial también
hay una remisión a la normativa estatal, y en particular a la de costas para las
actividades de vertidos al mar (artículos 45 y 46 LPAI).



La Ley 22/1988, de Costas, modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo de 
protección y uso sostenible del litoral III

• Procedimiento (artículo 152 del Reglamento de Costas: tramitación de las solicitudes de 
autorizaciones y concesiones):

Las solicitudes acompañadas del proyecto básico o de construcción, conforme a lo previsto en el artículo 42 de la Ley
22/1988, de 28 de julio, y concordantes de este reglamento, y del resguardo acreditativo de la constitución de las fianzas
que, en su caso, correspondan, se tramitarán en la forma que se determina en los apartados siguientes, con las fases de
información pública, de informe de los organismos que deban ser consultados, y de confrontación previa del proyecto
(artículo 74.1 de la Ley 22/1988, de 28 de julio).

En las concesiones y autorizaciones a otorgar por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (ahora de
Transición Ecológica), el procedimiento de tramitación se ajustará a lo dispuesto en el artículo 152 del Reglamento.La
tramitación de las restantes concesiones o autorizaciones, competencia de otros Departamentos ministeriales, se regirá por
su legislación específica, y, subsidiariamente, por lo dispuesto en el reglamento de costas.

Las solicitudes de concesiones y autorizaciones de competencia del Ministerio competente en Medio Ambiente se dirigirán
al Servicio Periférico de Costas, junto con el proyecto básico o de construcción, el resguardo acreditativo de la fianza
provisional y documentación justificativa de la personalidad del peticionario y del compareciente, y de la representación en
que éste actúa y la documentación acreditativa de que el peticionario no incurre en ninguna de las prohibiciones de
contratar previstas en la ley 9/2017 de contratos del sector público.

El Servicio Periférico de Costas requerirá el informe de los Departamentos ministeriales y Administraciones públicas de
carácter territorial:

Autorizaciones: Ayuntamientos Comunidad autónoma, Ministerio de Defensa, en cuanto puedan afectar a las zonas e
instalaciones de interés para la defensa nacional

Concesiones: Ayuntamientos, Comunidad autónoma, Capitanías Marítimas(informe vinculante), Ministerio de Defensa,
otros Organismos cuyo informe se estime conveniente.

Las autorizaciones y concesiones que deban otorgar otros Departamentos ministeriales en el dominio público marítimo-
terrestre requerirá el informe previo favorable del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, que deberá
emitirse en el plazo de un mes.

El trámite de información pública, durante el plazo de veinte días, será obligatorio:En los procedimientos de concesiones., en
los procedimientos de autorizaciones que se refieran a vertidos industriales y contaminantes desde tierra al mar y a las
extracciones de áridos y dragados, así como en las autorizaciones con plazo superior a un año y en los demás supuestos en
los que se estime conveniente.

10.
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Practicada la fase de información a que se refiere el apartado anterior, el órgano competente resolverá
sobre la solicitud, previa audiencia, en su caso, a los interesados en el expediente.

En el caso de autorizaciones, este órgano será el Servicio Periférico de Costas del Ministerio de
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Si se trata de concesiones, dicho Servicio elevará el expediente al Ministerio de Agricultura, Alimentación
y Medio Ambiente, con su informe y propuesta.

En caso de que se decida acceder al otorgamiento de la concesión, se comunicarán al peticionario las
condiciones en que podría serle otorgada aquélla, dándole un plazo de diez días para que manifieste si las
acepta. Si no hiciere manifestación alguna en tal plazo, o no aceptara las condiciones ofertadas, se
declarará concluido el expediente por desistimiento del peticionario, con pérdida de la fianza constituida.

En caso de ser aceptadas las condiciones en el plazo estipulado, el Ministerio de Agricultura, Alimentación
y Medio Ambiente, a través de la Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, resolverá,
discrecionalmente, sobre el otorgamiento de la concesión. Si se produce el otorgamiento, el Servicio
Periférico de Costas remitirá la resolución para su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Los plazos máximos para resolver y notificar los expedientes de autorización y concesión serán,
respectivamente, de cuatro y seis meses, transcurridos los cuales, sin que haya recaído resolución
expresa, podrá entenderse desestimada la correspondiente solicitud (Silencio administrativo negativo).

Las resoluciones relativas a autorizaciones son susceptibles de recurso de alzada ante el Director General
de Sostenibilidad de la Costa y del Mar. Las resoluciones relativas a concesiones ponen fin a la vía
administrativa, y serán impugnables de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre (ahora Ley 39/2015) .



La Ley 22/1988, de Costas, modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo de 
protección y uso sostenible del litoral V
En el artículo 156 del Reglamento de Costas se regula el procedimiento de otorgamiento de
autorizaciones o concesiones de competencia de las Comunidades autónomas que requieren concesión de
ocupación de dominio público marítimo-terrestre por la Administración General del Estado.

Se presentará ante el órgano competente de la comunidad autónoma la solicitud de autorización o
concesión de su competencia, así como la de concesión de ocupación del dominio público marítimo-
terrestre dirigida al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. Ambas solicitudes serán
acompañadas de la documentación requerida en uno y otro caso.

El órgano competente de la comunidad autónoma tramitará el proyecto, recabando los informes que
resulten preceptivos de acuerdo con lo establecido en el reglamento.

El preceptivo informe del Ministerio de Medio Ambiente, cuya solicitud supondrá la conformidad inicial
de la comunidad autónoma al proyecto de que se trate, se emitirá en el plazo de dos meses, contados a
partir del momento en que disponga de toda la documentación necesaria para ello. El informe incluirá su
pronunciamiento sobre la viabilidad de la ocupación, así como las condiciones en que ésta, en su caso, se
otorgaría, en lo que se refiere al ámbito de sus competencias.

El órgano competente de la comunidad autónoma ofertará al peticionario, conjuntamente con las
condiciones en que, en su caso, accedería a la solicitud que se formula, las que el Ministerio de
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente haya establecido para el otorgamiento de la concesión de
ocupación del dominio público.

En caso de ser aceptadas las referidas condiciones en su totalidad, el órgano competente de la comunidad
autónoma remitirá el expediente, con su propuesta, al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio
Ambiente, a los efectos de que otorgue, en su caso, la oportuna concesión de ocupación del dominio
público marítimo-terrestre.

Una vez otorgada la concesión de ocupación, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
devolverá el expediente, junto con el título concesional, al órgano remitente, para que otorgue la
concesión o autorización de su competencia, de cuya resolución dará traslado a aquél.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la
Región de Murcia y sus modificaciones (Ley 2/2014, Ley 2/2017 y Ley
10/2018). Su enfoque de la responsabilidad ambiental frente al de la Ley
26/2007, de Responsabilidad Medioambiental I

La ley 4/2009, estableció en su día, en un esfuerzo integrador de todas las
autorizaciones con fines ambientales similar al que había hecho el Estado con la
autorización ambiental integrada a través de la ley 16/2002, de prevención y control
integrado de la contaminación. Así quedaban sometidas a autorización ambiental
única aquellas actividades que requerían de una autorización ambiental sectorial (en
materia de residuos, de contaminación atmosférica, de vertidos al mar, de vertido al
alcantarillado y de licencia de actividad.

Como requisito previo para la integración de procedimientos, la Ley estableció cuál
debía ser la administración encargada de impulsar e instruir en cada momento el
procedimiento integrado, sin perjuicio de las competencias del resto de
administraciones, que se canalizaban a través de informes y otras formas de
participación, y que debían estar especificadas con la suficiente claridad.

Con el nuevo marco legal introducido por la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de
protección ambiental integrada, había instalaciones y actividades, de mayor
incidencia ambiental, en las cuales la Comunidad Autónoma asumía el protagonismo
para la tramitación integrada de las autorizaciones necesarias; mientras que en el
resto de actividades, las que solo estaban sometidas a licencia de actividad, pero a
ninguna autorización ambiental autonómica, era el Ayuntamiento el que asumía esa
función.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia II

Como mencionaba el preámbulo de dicha Ley, se pretendía evitar así que el
control ambiental preventivo quedase compartimentado. Con ese fin, la ley
distinguía tres grandes tipos de actividades cuya autorización tenía un tratamiento
jurídico diferente que quedaba perfectamente dibujado en la ley: las actividades
sujetas a autorización ambiental integrada, las sujetas a la nueva autorización
ambiental única que introdujo la Ley 4/2009 (desde abril de 2016 autorización
ambiental sectorial que ya no integra la licencia de actividad); y las sometidas
únicamente a licencia de actividad.

Como actividades sujetas a autorización ambiental integrada se mantenían las
previstas en la legislación estatal, y su control ambiental preventivo se llevaba a
cabo a través el procedimiento establecido en la Ley de Prevención y Control
Integrado de la Contaminación, que la ley regional completa y desarrolla, sobre
todo en lo que respecta a la participación municipal en el procedimiento.

En el segundo grupo o tipo, figuran todas aquellas actividades distintas de
las sometidas a autorización ambiental integrada, a las que la legislación
básica somete a evaluación de impacto ambiental o a una autorización
ambiental específica (de residuos, vertidos al mar o emisiones a la
atmósfera). Para unificar todos estos controles se crea una autorización
ambiental que se denomina única (Con la Ley 2/2014 que modificó la
LPAI, dejó de someterse a AAU el proyecto sometido únicamente a EIA)



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
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La autorización ambiental única creada por la Ley 4/2009, se coordina con la licencia de
actividad de manera similar a como se hace en el régimen de autorización ambiental
integrada: con la nueva ley, cuando una actividad esté sujeta a una autorización ambiental
autonómica (integrada o única), no se sigue el procedimiento de licencia de actividad, que
(salvo en lo relativo al otorgamiento de la licencia) se sustituye por el procedimiento
autonómico correspondiente, en el cual el Ayuntamiento participa intensamente mediante
un control urbanístico previo, e informando los aspectos de su competencia (ver artículo
18).

Con posterioridad, la Ley 4/2009 ha sido modificada en varias ocasiones, siendo en el año
2016 cuando se aprueba una modificación de la misma que afecta a los procedimientos de
autorización ambiental única. La Disposición transitoria segunda, apartado 1 de la Ley
4/2009, de 14 de mayo, en su redacción dada por el Decreto Ley 2/2016, de 20 de abril y
por la Ley 2/2017, de 13 de febrero, de medidas urgentes para la reactivación de la actividad
empresarial y del empleo a través de la liberalización y de la supresión de cargas burocráticas
establece que los procedimientos de autorización ambiental única que se encuentren en
trámite a la entrada en vigor de esta norma, se tramitarán con arreglo al régimen jurídico
aplicable al tiempo de su solicitud.

Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante podrá desistir del procedimiento y solicitar las
autorizaciones ambientales sectoriales que correspondan y la licencia de actividad según la
nueva regulación (artículos 45 y 46 LPAI y las leyes anteriormente citadas en materia de
atmósfera, residuos y vertidos de tierra al mar), pudiendo en los nuevos procedimientos
convalidarse las actuaciones que resulte procedente.
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• La primera modificación de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada que entró
en vigor el 1 de enero de 2010 fue con la Ley 2/2014, de 21 de marzo (simplificación) como
consecuencia de modificaciones de la legislación básica estatal, como la Ley 22/2011 de 28 de julio, de
residuos y suelos contaminados que dejó de someter a autorización a los productores de residuos,
quedando bajo el régimen de la comunicación previa, y otros cambios legislativos como consecuencia
de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, llamada Ley Omnibus, en relación a liberalizar del
sometimiento a licencia de actividad municipal a determinadas actividades. Con la modificación dejó
de someterse a AAU a las actividades que sólo estaban sometidas a EIA, pero a ninguna otra
autorización ambiental sectorial de residuos, atmósfera o vertidos al mar, se suprimió la validación ECA
de las solicitudes de las AAA. Se modificaron los artículo 22, 31,49, 81,88 y el anexo I, III y IV.

• Luego la Ley 8/2014, de 21 de noviembre (simplificación) que afectó principalmente a lo relacionado
en la LPAI con la evaluación ambiental, con remisión a la legislación estatal (Ley 21/2013 de 9 de
diciembre de evaluación ambiental daba un plazo de adaptación a las CCAA de un año).

• La tercera modificación de la Ley 4/2009, fue con la Ley 2/2017, de 13 de febrero, (reactivación) que
acabó con el procedimiento de AAU que integraba la licencia de actividad y vertido al alcantarillado en
el procedimiento de la autorización autonómica y lo sustituye por el procedimiento de la autorización
ambiental sectorial (de residuos, atmósfera y vertidos al mar) que ya no integra los controles de
competencia municipal, vuelve la obligación de pedir la licencia al ayuntamiento. Cada Administración
vela por los intereses encomendados. También afectó a la AAI por los cambios habidos en la legislación
estatal respecto a la revisión en lugar del plazo de 8 años, el plazo de 4 años desde la publicación de las
MTDS y suprime la consulta directa vecinal del procedimiento de AAI. También afecta a la regulación
de la licencia de actividad, como consecuencias de los cambios en la legislación estatal y las actividades
sujetas a LA se recogen en el nuevo anexo I.Por último hay una remisión a la legislación estatal en
materia de evaluación ambiental con determinaciones en relación a los órganos sustantivos en
materia de accidentes graves y en evaluación ambiental estratégica y evaluación de impacto
ambiental simplificada se otorga protagonismo a lo ayuntamientos de municipios de más de 50.000
habitantes.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia V. Modificaciones de la Ley 10/2018, de 9 de noviembre.

• La cuarta modificación de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, ha sido con la Ley
10/2018, de 9 de noviembre, de aceleración de la transformación del modelo
económico regional para la generación de empleo estable de calidad,
publicada en el BORM de 10 de noviembre de 2018.

• En el apartado III de su preámbulo denominado intervención urbanística y
medioambiental se indica que las modificaciones de la Ley 4/2009 de
protección ambiental integrada van encaminadas a simplificar el control
ambiental de actividades que están sujetas a autorización ambiental integrada
o autorizaciones sectoriales:

• En las actividades sometidas a AAI no será preciso que el ayuntamiento conceda
licencia municipal pues su intervención en el procedimiento le permite establecer
condiciones de ejercicio de la actividad en el ámbito de sus competencias incluido el
urbanístico (Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, TRLPCIC).

• Se regula con más detalle el régimen de las AAS, se establece que las solicitudes
deberán ir acompañadas de la documentación necesaria de acuerdo con la
normativa estatal reguladora de la autorización (residuos, atmósfera y vertidos al
mar), así como de la documentación que se establezca por Orden del titular de la
consejería con competencia ambiental.

• Se regula la solicitud de informes facultativos, siempre motivada, a través de la
puesta a disposición del expediente en plataforma telemática, debiendo entenderse
que si la administración consultada no emite su informe en el plazo requerido es que
ha considerado que los valores protegidos no se encuentran afectados.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia VI.Modificaciones de la Ley 10/2018, de 9 de noviembre

Los artículos de la Ley 4/2009 de protección ambiental integrada modificados por
la Ley 10/2018, de 9 de noviembre son:

Se adiciona una apartado 4 al artículo 5 relativo a la colaboración y cooperación
entre AAPP sobre la plataforma de intermediación de datos con la
documentación del expediente con sistema de notificación al titular del mismo. El
instructor del expediente comunica por medios electrónicos a las unidades
administrativas que deban emitir informes vinculantes, así como los facultativos,
justificando en este caso su necesidad. Le comunica la puesta a disposición del
expediente en la plataforma telemática y se acuerdan en un solo acto todos los
trámites que por su naturaleza admitan un impulso simultáneo y no se obligado su
cumplimiento sucesivo.

Se indica que de conformidad con la legislación básica estatal, salvo disposición
expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes (Ley
39/2015, de 1 de octubre).

El órgano peticionario de un informe facultativo deberá fundamentar la
conveniencia de solicitarlo y señalar el plazo de su emisión, de no emitirse sin
perjuicio de la responsabilidad del responsable de la demora, se podrán proseguir
las actuaciones.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia VII. LOS INFORMES EN LA LEY 39/2015.

Tal y como determina el artículo 79 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, se solicitarán aquellos
informes que sean preceptivos y los que se juzguen necesarios para resolver
(determinantes) y siempre citándose, para el primer caso, el precepto que los exija o
fundamentando la conveniencia de reclamarlos en el segundo. En ambos casos se concretará
el extremo o extremos acerca de los que se solicita. Evidentemente el responsable de la
demora incurrirá en responsabilidad, pero la incidencia del incumplimiento del plazo de
evacuación de los informes dependerá del tipo de informe afectado.

Así pues, como regla general, un informe no emitido en plazo, no obsta a la continuación de
la tramitación del procedimiento, pudiendo proseguirse las actuaciones.
Ahora bien, si el informe fuese preceptivo, se podrá suspender el cómputo del plazo para
resolver y notificar el procedimiento hasta un máximo de tres meses.

Puede darse la situación de que una Administración tenga dudas en relación a su
competencia respecto al procedimiento que está instruyendo y por lo tanto solicite algún
informe a otra Administración en orden a expresar el punto de vista correspondiente a sus
competencias respectivas. En este caso, de no ser evacuado el informe en plazo se podrán
proseguir las actuaciones.

Por último señalar que un informe emitido fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al
adoptar la correspondiente resolución.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia VIII. LOS INFORMES EN LA LEY 39/2015.

PRECEPTIVOS:

Se consideran informes preceptivos aquellos que son, de obligada 

petición por parte del instructor, ya que las normas que regulan, dicho 

procedimiento o la Ley así lo exija.

FRENTE

FACULTATIVOS:

Se consideran informes facultativos aquellos informes 

que son solicitados por el órgano instructor a su propia 

voluntad, sin ser obligada por lo tanto su petición por 

norma alguna.

DETERMINANTES:

Serán considerados determinantes aquellos informes que se juzguen 

necesarios, indispensables para continuar con el procedimiento. Es 

decir, sin ellos, no se podrá continuar con la tramitación del mismo.

FRENTE

NO DETERMINANES:

Serán aquellos informes, que aunque hayan, sido 

solicitados, no son indispensables para continuar con la 

tramitación del, procedimiento, por lo tanto podrá 

proseguirse las actuaciones.

VINCULANTES:

Son aquellos informes cuyo contenido vinculan, obligan al órgano 

competente para resolver, a decidir en el mismo sentido que, el informe 

solicitado.

FRENTE

NO VINCULANTES:

Son aquellos informes cuyo contenido no obliga al, 

órgano competente para resolver. Es decir, podrá 

resolver de forma distinta, al contenido de dicho informe.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia IX. CLASIFICACIÓN DE LOS INFORMES.

INFORMES FACULTATIVOS

Aquellos informes que son solicitados por el órgano instructor a su propia
voluntad, sin ser obligada por lo tanto su petición por norma alguna.

INFORMES VINCULANTES

Aquellos informes cuyo contenido vinculan, obligan al órgano competente
para resolver, a decidir en el mismo sentido que el informe solicitado.

INFORMES DETERMINANTES

Aquellos informes que se juzguen necesarios, indispensables para
continuar con el procedimiento. Es decir, sin ellos, no se podrá continuar
con la tramitación del mismo.

INFORMES PRECEPTIVOS

Aquellos que son de obligada petición por parte del instructor, ya que las
normas que regulan dicho procedimiento o la Ley así lo exigen.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia X .Modificaciones de la Ley 10/2018, de 9 de noviembre

Continuando con la exposición de la modificación de la Ley 4/2009 por la
Ley 10/2018:

-Se elimina el artículo 16 relativo al control ambiental a través de la licencia urbanística y de
primera ocupación.

-Se modifica también el art. 20 sobre las finalidades de las autorizaciones ambientales
autonómicas.

-Se modifica el art. 22 sobre modificación de la instalación o actividad y su calificación como
sustancial o no.

-Se modifica el art 31 relativo a la solicitud de AAI y la documentación a acompañar
remitiéndose a la legislación estatal. También regula el procedimiento cuando el proyecto
esté sometido a EIA simplificada de competencia autonómica.

-Se modifica el artículo 35.1 en relación a cuando resulte exigible la obtención de
autorización excepcional prevista en la legislación urbanística para actividades situadas en
suelo no urbanizable o urbanizable sin sectorizar, indicando que no se podrá conceder la AAI
sin que se acredite la obtención de aquella (Se suprime ni dictar declaración de impacto
ambiental).

-Se modifica el artículo 38 relativo al plazo para resolver y notificar la AAI que es de 9 meses
desde su entrada en el órgano competente. Transcurrido el plazo se entenderá desetimada.

-Se modifica el artículo 45 y 46 relativo a la autorización ambiental sectorial . El Plazo para
resolver de 3 meses en lugar de 6 meses. Transcurrido el plazo se entenderá desetimada.



La Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la 
Región de Murcia XI .Modificaciones de la Ley 10/2018, de 9 de noviembre

-Se modifica el art. 64.3 y se suprime el 64.4 relativo a la licencia de actividad y su plazo
máximo de 6 meses para resolver y notificar su otorgamiento o denegación, transcurrido el
cual se entenderá denegada la solicitud.

-Se suprime el art. 65 relativo al procedimiento de licencia de actividad en actividades
sujetas a AAI.

-Se modifica el artículo 85.2 sobre la determinación del órgano sustantivo autonómico o
municipal.

-Se modifica el artículo 131 sobre el control periódico de las instalaciones y actividades.

-Se modifica el art. 152 sobre infracciones y sanciones en materia de licencia, declaración
responsable de actividad y falta de autorización administrativa.

-Se introduce en la Ley 4/2009 una disposición adicional décimotercera sobre la fianza de
negociantes y agentes de residuos.

-Se introduce en la Ley 4/2009 una disposición adicional décimocuarta indicando que el
Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas (Decreto 2414/1961)
y sus disposiciones de desarrollo no son de aplicación en la Región de Murcia.

-Se modifica el anexo I de la Ley 4/2009 sobre actividades sometidas a licencia de actividad.

-Se suprime la disposición adicional novena de la Ley 4/2009 relativa a la tramitación
telemática de los procedimientos administrativos recogidos en la Ley.



ADMINISTRACIÓN COMPETENTE PARA LA PROTECCIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO 
AFECTADO:

• La distribución de competencias 

• El sistema de distribución competencial en materia de protección del medio ambiente
instaurado por nuestra Constitución, se ha caracterizado por una gran complejidad y
conflictividad entre el Estado y las CCAA, en un ámbito que demanda una actuación
coordinada, tanto a nivel nacional como transnacional, ya que los problemas que afectan al
entorno, no conocen, ni de fronteras, ni de divisiones territoriales.

• Además estamos ante una materia que requiere de una concertación interadministrativa, ya
que son varios los procedimientos en los que actúa más de una Administración, en el ejercicio
de sus competencias; las Autorizaciones Ambientales Autonómicas ( AAI y AAS), que en el caso
de la AAI, se coordina con la intervención municipal a través de informe sobre aspectos
urbanísticos y demás ámbitos de su competencia, vertidos al alcantarillado, ruidos, humos,
olores etc., y con el informe preceptivo y vinculante del organismo de cuenca (CHS) para la
autorización de vertidos al dominio público hidráulico, además de las autorizaciones de los
órganos sustantivos (ganadería, minas, industria...)

• El artículo 5 de la LPAI incide en la colaboración y cooperación interadministrativa.

• El artículo 126-5 de la LPAI recoge la especial asistencia y colaboración entre la CARM y los
Ayuntamientos, en la vigilancia, inspección y control ambiental de todas las actividades,
actuaciones e instalaciones en el ámbito de la Región de Murcia.



Competencias de las entidades locales

• Competencias de las entidades locales:

• El artículo 4 de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada dice en su
apartado 1, párrafo segundo que incumbe a las entidades locales adoptar las medidas
necesarias para proteger el medio ambiente en materia de residuos urbanos, ruidos,
vibraciones, humos, calor, olores, polvo, contaminación lumínica y vertidos de aguas
residuales a la red de saneamiento.

• Para el control de la incidencia ambiental de las actividades, corresponde a las entidades
locales, entre otras competencias, la vigilancia e inspección ambiental, el restablecimiento de
la legalidad ambiental, y la imposición de sanciones ambientales en materias de su
competencia ( art. 4-2-c LPAI).

• La inspección ambiental que lleven a cabo los Ayuntamientos tendrá por objeto: vigilar las
instalaciones o actividades realizadas en su término municipal, para el descubrimiento de las
no autorizadas, comprobar el cumplimiento de las condiciones ambientales de su
competencia, impuestas por las AAA y la Licencia de Actividad y vigilar el cumplimiento de las
ordenanzas ambientales municipales y demás normativa ambiental en el ámbito de su
competencia (art. 126-3 LPAI).

• La suspensión de actividades y otras medidas cautelares se adoptarán por la administración
competente para la protección del interés público cuya afección o menoscabo fundamente su
adopción (artículo 143.4.a) y b); 143.5; 143.6; 143.7; 144 sobre restablecimiento en caso de
actividades autorizadas y 145 sobre otros supuestos de restablecimiento de la legalidad
ambiental.



Competencias de las entidades locales

• -El órgano competente para requerir la legalización de actividades no autorizadas,
es decir aquellas que se ejerzan sin contar con la preceptiva licencia de actividad,
previa la obtención de la autorización ambiental autonómica, si resulta exigible,
será el competente para otorgar las autorizaciones ambientales autonómicas o la
licencia municipal. Se llevará a cabo por el órgano municipal o autonómico que
primero tenga conocimiento de la existencia de la actividad no autorizada, y serán
los competentes también, cada uno en su propio ámbito, para la adopción de las
medidas de cese o suspensión de actividades (artículo 140 LPAI).

• -La competencia para ordenar el cese de actividades no legalizables, la suspensión
de actividades y otras medidas cautelares será de la Administración competente
para la defensa del interés público afectado por el ejercicio de la actividad, cuya
protección determina la imposibilidad de la legalización. Así si la licencia de
actividad es la única autorización de la que carece la actividad, será el
Ayuntamiento el competente para ordenar el cese, y también si la actividad está
sujeta a AAA, pero su ejercicio es incompatible con el planeamiento urbanístico o
existen otras razones ambientales de competencia municipal para denegar la
legalización, o que fundamenten la conveniencia de adoptar la medida (art. 142
LPAI).Ej. Ruido,



Competencias de las entidades locales

• La competencia para ordenar la reposición o el restablecimiento de orden
ambiental infringido, además de la iniciación del procedimiento
sancionador pertinente, será de los ayuntamientos en las materias de su
competencia.

• Cuando a consecuencia de obras, proyectos, planes, actividades,
actuaciones o conductas vecinales se generen molestias, riesgos o daños
ambientales que contravengan la normativa aplicable o las condiciones
impuestas, podrán adoptar medidas tales como, la retirada de residuos
urbanos depositados de manera incontrolada; la rectificación, elevación,
sellado o eliminación de conductos o salidas de humos y olores; el precinto
o retirada de aparatos de climatización u otras máquinas productoras de
ruidos excesivos; u otras que resulten precisas (artículos 144 y 145 LPAI).



COMPETENCIAS DE LA CONSEJERÍA COMPENTENTE EN MEDIO AMBIENTE (CONSEJERÍA 
DE EMPLEO, UNIVERSIDADES, INDUSTRIA Y MEDIO AMBIENTE

Competencias para la vigilancia e inspección ambiental de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través de la Consejería competente en materia de medio ambiente:

• -Serán objeto de vigilancia, inspección y control ambiental todas las actividades, actuaciones
e instalaciones, públicas o privadas, desarrolladas y situadas en la Comunidad Autónoma de la
Región de Murcia que se encuentren en el ámbito de aplicación de la LPAI (art.125).

• -Se trata de una función pública instrumental accesoria de sus competencias ambientales y
tendrá por objeto, vigilar las instalaciones o actividades que se lleven a cabo en el territorio de
la Región de Murcia, para el descubrimiento de las no autorizadas, comprobar el cumplimiento
de las condiciones ambientales impuestas por la CARM en el ámbito de sus competencias a
través de la AAA, así como de la legislación ambiental que les sea de aplicación y el
seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la DIA, cuando la condición de órgano sustantivo
corresponda a un órgano de la Consejería competente en medio ambiente, dado que el
seguimiento y vigilancia corresponde al órgano sustantivo conforme a la LPAI (art. 126-2 LPAI)
y conforme al artículo 52 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre de evaluación ambiental.



ÓRGANO COMPETENTE PARA REQUERIR LA LEGALIZACIÓN

• -El órgano competente para requerir la legalización de actividades no autorizadas será el competente para
otorgar las autorizaciones ambientales autonómicas (DIRECCIÓN GENERAL DE MEDIO AMBIENTE Y MAR
MENOR) o la licencia municipal (AYUNTAMIENTO). Se llevará a cabo por el órgano municipal o autonómico
que primero tenga conocimiento de la existencia de la actividad no autorizada, y serán los competentes
también, cada uno en su propio ámbito, para la adopción de las medidas de cese o suspensión de
actividades (artículo 140 LPAI).

• -La competencia para ordenar el cese de actividades no legalizables, la suspensión de actividades y otras
medidas cautelares será de la Administración competente para la defensa del interés público afectado por
el ejercicio de la actividad, cuya protección determina la imposibilidad de la legalización. En el artículo 142
se establecen los supuestos en que corresponde al ayuntamiento y al Gobierno del Estado, y para supuestos
distintos, la competencia es del órgano autonómico competente.

• Competencia de la Consejería competente en materia de medio ambiente para la imposición de sanciones
por las infracciones tipificadas en la LPAI (artículo 162 LPAI):

• Las AAA (AAI) y las DIA deberán especificar, entre las condiciones por ellas establecidas, cuales deben ser
controladas por los ayuntamientos, por tratarse de condiciones relativas al ámbito de las competencias
municipales, y cuales corresponde controlar a los órganos inspectores autonómicos, sectoriales o
ambientales (artículo 126-4 de la LPAI).

• En cuanto a las infracciones y sanciones en actividades sujetas a AAA (AAI Y AAS). La competencia
sancionadora corresponde a la Consejería competente en materia de medio ambiente, salvo los supuestos
enunciados en el art. 151-5- a) - f).



Competencias de la Administración General del Estado

• Competencias de la Administración General del Estado:

• -Competencia para ordenar el cese de actividades no legalizables: Cuando se deniegue la AAI por
considerarse inadmisible el vertido al dominio público hidráulico, el cese corresponderá la Gobierno del
Estado, según lo previsto en el artículo 106 del RDL 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el TRLA,
sin que se modifiquen las competencias que corresponden a la Administración General del Estado en
materia de protección del dominio público hidráulico, de acuerdo con lo establecido en la disposición final
primera de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación (art. 142-
c).

• -Competencia para ordenar la suspensión de actividades y otras medidas cautelares: Se adoptarán por la
Administración competente para la protección del interés público cuya afectación o menoscabo fundamente
su adopción, en particular si la actividad realiza vertidos no autorizados al dominio público hidráulico, se
pondrá en conocimiento del organismo de cuenca para la adopción de las medidas que procedan de
acuerdo con la legislación en materia de aguas (art. 143-4-c).

• -Las competencias para sancionar. La integración en el procedimiento de autorización ambiental integrada
de la autorización de vertidos al dominio público hidráulico, no modifica las competencias que
corresponden a la Administración General del Estado para sancionar el ejercicio de actividades sin dicha
autorización, o el incumplimiento o cumplimiento defectuoso de las condiciones establecidas en la
misma, o adoptar las medidas que procedan en materia de protección del dominio público hidráulico (art.
151-8).

• -De acuerdo con el artículo 53 de la Ley 21/2013 de evaluación ambiental, en los proyectos privados que
deban ser autorizados por la Administración General del Estado, la potestad sancionadora corresponderá
al órgano sustantivo.



La responsabilidad ambiental

La Responsabilidad Ambiental (artículos 136 y 137 LPAI):

La vulneración de las prescripciones contenidas en esta ley y otras normas ambientales
sectoriales, llevará aparejada, cuando procedan, las siguientes consecuencias en el orden
administrativo, que no tendrán carácter sancionador:

• -Adopción de medidas de prevención, evitación y reparación de daños ambientales.

• -Suspensión de actividades u otras medidas cautelares.

• -Actuaciones para el restablecimiento de la legalidad ambiental.

• -Revisión de las autorizaciones y licencias otorgadas en contravención de la legalidad
ambiental, de acuerdo con las normas generales de revisión de los actos administrativos (Ley
39/2015, de 1 de octubre).

La actividad de intervención se ajustará a los principios de igualdad de trato, congruencia con los
motivos y fines justificativos y respeto a la libertad individual.

La prevención, evitación y reparación de daños a los que resulta de aplicación la Ley 26/2007, de
23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, se llevará a cabo en la forma y condiciones
fijadas en ella, o en las previstas en esta ley si resultan más exigentes. La exigencia de la
responsabilidad ambiental será compatible con las sanciones administrativas impuestas por los
mismos hechos.



El restablecimiento de la legalidad ambiental en la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de 
protección ambiental integrada 

• Título VIII Control y disciplina ambiental

• Capítulo IV: Restablecimiento de la legalidad ambiental

• Artículo 138.- Legalización de actividades no autorizadas.

• Artículo 139.- Procedimiento aplicable a la legalización de actividades no autorizadas.

• Artículo 140.- Requerimiento de legalización de la actividad no autorizada.

• Artículo 141.- Cese de actividades no legalizables.

• Artículo 142.- Competencia para ordenar el cese de actividades no legalizables.

• Artículo 143.- Suspensión de actividades y otras medidas cautelares.

• Artículo 144.- Restablecimiento en el caso de actividades autorizadas.

• Artículo 145.- Otros supuestos de restablecimiento de la legalidad ambiental.

• Artículo 146.- Ejecución subsidiaria.

• Artículo 147.- Multas coercitivas.

• Artículo 148.- Derechos laborales.



El restablecimiento de la legalidad ambiental en la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de 
protección ambiental integrada 

• Ejecución subsidiaria 146 LPAI:

• En caso de incumplimiento voluntario de las órdenes de cese, suspensión de actividad o de
adopción de otras medidas cautelares o de restablecimiento de la legalidad ambiental, la
Administración podrá ejecutarlas subsidiariamente a costa del obligado. El reembolso de los
gastos y costes de la ejecución subsidiaria tendrá carácter de ingreso de derecho público, y
podrá exigirse por la vía de apremio. Artículo 146 LPAI y Ley 39/2015, de 1 de octubre.

• Multas coercitivas 147 LPAI:

• Alternativa a la ejecución subsidiaria que no impedirá la posterior ejecución subsidiaria. Son
independientes y compatibles con las que se puedan imponer en concepto de sanción. El
número total no podrá exceder de 15 ni reiterarse por plazos inferiores a un mes. Son de
hasta 3000 euros cada una (La derogada Ley 10/1998 de Residuos, las fijaba proporcionales a
la sanción), y se fijarán prudencialmente en función de los valores ambientales afectados y del
beneficio que suponga el mantenimiento de la actividad clandestina o situación ambiental
alterada. Su imposición no impedirá la posterior ejecución subsidiaria a costa del obligado y
son independientes y compatibles con las que se impongan en concepto de sanción.
FRACCIONAMIENTO Y APLAZAMIENTO DE LAS MULTAS COERCITIVAS.

• (En la Ley 22/2011 de Residuos y SC, se regulan en el artículo 55 las multas coercitivas y
ejecución subsidiaria. La cuantía no superará un tercio de la multa por la infracción, se debe
dar un plazo suficiente para la restauración y reiterarse en plazos suficientes para cumplir lo
ordenado. Para la ejecución forzosa de medidas de prevención evitación y reparación de
daños medioambientales se remite al artículo 47 Ley 26/2007 de Responsabilidad
Ambiental)



El restablecimiento de la legalidad ambiental en la Ley 4/2009, 
de 14 de mayo, de protección ambiental integrada 

• Derechos laborales 148 LPAI:

• La suspensión o cese de actividades o instalaciones, se acordará sin
perjuicio del pago del salario o de las procedentes indemnizaciones a los
trabajadores y medidas que puedan arbitrarse para su garantía, de
acuerdo con la normativa laboral que sea de aplicación.

• Esto también lo establece la Ley 22/2011 de Residuos y Suelos
Contaminados. artículo 47-a-3 (salvaguarda de los derechos de los
trabajadores conforme a la legislación laboral).



LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL EN LA LEY 4/2009 DE PROTECCIÓN 
AMBIENTAL INTEGRADA

• -La responsabilidad ambiental desde el enfoque de la Ley 4/2009 de 
Protección Ambiental Integrada de la Región de Murcia frente a la Ley 
26/2007 de Responsabilidad Medioambiental.

• -Las competencias de las distintas Administraciones en materia de 
vigilancia e inspección ambiental, el restablecimiento de la legalidad 
ambiental y la imposición de sanciones ambientales, de acuerdo con la 
Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada. 

• -Título VIII de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental 
Integrada (arts 125-166).

-Vigilancia, inspección y control ambiental.

-La responsabilidad ambiental (136 y 137).

-El restablecimiento de la legalidad ambiental (138-
148).

-Las infracciones y sanciones ambientales.



LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL EN LA LEY 4/2009 DE PROTECCIÓN 
AMBIENTAL INTEGRADA

• Mientras que la Ley 26/2007 de Responsabilidad Medioambiental está pensada para grandes daños 
medioambientales que exceden de los límites de la propiedad del interesado, que muchas veces exigen la 
participación de varias Administraciones, y que por su complejidad, a penas hay experiencias de su 
aplicación, la Ley 4/2009, de 14 de mayo de Protección Ambiental Integrada de la Región de Murcia, es 
más sencilla y el régimen administrativo de la responsabilidad ambiental de esta ley se aplica:

-Actividades que se ejerzan sin contar con la correspondiente autorización ambiental.

-Actividades autorizadas que incumplan las normas ambientales o las condiciones establecidas en 
la autorización que muchas veces son condiciones que recogen lo que establece la propia 
legislación (conditio iuris).

-Otros supuestos de restablecimiento de la legalidad ambiental que se solapan con la Ley 26/2007 
Responsabilidad Medioambiental, son los del artículo 145-1 y 2 de la LPAIRM, obras, proyectos, 
planes, actividades, actuaciones o conductas vecinales que generen molestias, riesgos o daños 
ambientales que contravengan la normativa ambiental de aplicación, las ordenanzas locales o las 
condiciones impuestas. 

• Las medidas de prevención, evitación y reparación de daños ambientales, la suspensión de actividades y 
otras medidas cautelares, las actuaciones para el restablecimiento de la legalidad ambiental y la revisión de 
autorizaciones y licencias que contravengan la legalidad ambiental, que prevé nuestra ley autonómica, no 
tienen carácter sancionador, y por tanto son compatibles también con el inicio del procedimiento 
sancionador a que hubiere lugar.

• Las medidas que ordene la Administración deberán ser proporcionadas, motivadas con audiencia previa al 
interesado y serán objeto de los recursos que procedan. En caso de incumplimiento la Administración podrá 
ejecutarlas subsidiariamente a costa del obligado, o como alternativa, imponer multas coercitivas 
sucesivas. 



LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL EN LA LEY 4/2009 DE PROTECCIÓN 
AMBIENTAL INTEGRADA

• Relación entre el restablecimiento de la legalidad ambiental y la sanción:

-Para imponer una sanción es requisito imprescindible que en el autor de la infracción
concurra dolo, culpa o negligencia, no cabe en el derecho sancionador administrativo la
exigencia de una responsabilidad objetiva sin culpa, aunque eso no impide el reconocimiento de
capacidad infractora a las personas jurídicas refiriendo la culpabilidad a los titulares de los de los
órganos rectores a través de los que actúa la sociedad. La sanción además de una medida
represiva, tiene una función preventiva

-El restablecimiento de la legalidad ambiental, la reposición de la situación ambiental
alterada por el infractor a su estado originario es una medida complementaria que se prevé con
carácter general para todas las sanciones administrativas, y que se reitera y concreta en
numerosas normas ambientales. En caso de incumplimiento del deber de reparación la
Administración puede proceder a la ejecución subsidiaria con cargo al infractor o a la
imposición de multas coercitivas reiteradas. Cuando la reparación no fuere posible por que
subsistan daños o perjuicios irreparables, la Ley prevé la indemnización de los daños y perjuicios
causados a la Administración Pública.



Restablecimiento de la legalidad ambiental. Inspectores, 

medidas provisionalísimas

• Los funcionarios que realicen labores de vigilancia e inspección
ambiental, tendrán la consideración de agentes de la autoridad, y las
actas que recojan los resultados de su actuación inspectora gozarán del
especial valor probatoria que le atribuyen las leyes.

• Están facultados para acceder, previa identificación, a cualquier
lugar, instalación o dependencia donde se desarrollen las actividades
sujetas a la presente ley o a la legislación ambiental sectorial, examinar
documentación, efectuar mediciones, tomas de muestras y podrán
adoptar medidas provisionalísimas que resulten necesarias en
situaciones de riesgo grave e inminente para el medio ambiente o la
salud de las personas justificándolo debidamente en el acta.

• Los titulares de las actividades e instalaciones tienen el deber de
prestarles la asistencia y colaboración necesarias (arts 12-f y 128-3).

• Podrán requerir la asistencia de los cuerpos de seguridad del
Estado y policía local.



RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA: INFRACCIONES Y SANCIONES AMBIENTALES

• Medidas de carácter provisional (Ley 4/2009 PAI).

1. El órgano competente para imponer la sanción podrá
adoptar las medidas de carácter provisional que resulten
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución final que
pudiera recaer.

2. Tales medidas provisionales serán independientes de las
medidas de suspensión y cese y otras medidas de
restablecimiento de la legalidad ambiental que se dicten al
amparo de esta ley.

• En la Ley 22/2011 de Residuos y Suelos Contaminados se
regulan en el art. 53.



EL PROCEDIMIENTO DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA I

Las actividades sometidas a autorización ambiental autonómica (integrada y
sectoriales), en condiciones normales de funcionamiento generan un riesgo, de ahí la
importancia del cumplimiento estricto de las condiciones impuestas en las
autorizaciones y de ahí la medida de restablecimiento de la legalidad ambiental ante
el incumplimiento de las condiciones y ante la no implementación en los plazos
establecidos en la autorización de las medidas impuestas para hacer compatible la
actividad privada con la adecuada protección del medio ambiente y la salud de las
personas.

-En las autorizaciones ambientales autonómicas en procedimientos de legalización se establece
la medida cautelar de suspender la actividad si no se acredita el cumplimiento de las condiciones
impuestas en el plazo de dos meses desde la resolución y hasta su acreditación (tomando como
referencia lo previsto en el artículo 40.8 LPAI).

-Cuando el procedimiento no es de legalización el titular tiene que comunicar antes del inicio de
la explotación la fecha prevista (tiene 5 años para iniciar la actividad desde el otorgamiento de la
AAI según el art. 12.1 RD 815/2013 REI) y luego tiene dos meses desde el inicio de la actividad
para presentar la documentación acreditativa del cumplimiento de las condiciones impuestas la
autorización (artículo 40.3 LPAI y artículo 12.2 RD 815/2013 REI). La finalidad de las condiciones
de la autorización ambiental es conseguir una mejor prevención y control de la contaminación,
evitar molestias, riesgos o daños que el desarrollo de la actividad pueda ocasionar al medio
ambiente y la salud de las personas y el control del cumplimiento de las exigencias normativas
aplicables a la instalación, en virtud de los informes emitidos por distintos órganos competentes
en el procedimiento de autorización.



EL PROCEDIMIENTO DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA II

-La solicitud de la autorización ambiental integrada (El contenido de la solicitud y la documentación a
acompañar está regulado en el art. 12 RDL 1/2016 (TRLPCIC), artículo 8 del Real Decreto 815/2013 (REI) y
art. 31 LPAI que se remite a la documentación exigida por la legislación estatal (modificado por la Ley
10/2018).

- Presentación de la solicitud: según el art. 13 TRLPCIC ante el órgano designado por la CA en cuyo
territorio se ubique y en caso de no designarse ante el que ostente la competencia en materia de medio
ambiente y según el artículo 31, 32 y 85 LPAI y según los artículos 5, 36 y 45 de la Ley 21/2013 EA.

-Si la actividad no está sometida a EIA (simplificada u ordinaria), pero está sometida a alguna
de las autorizaciones sustantivas de ganadería, minas, industria, accidentes graves se presentará ante el
órgano competente para otorgar la autorización sustantiva que llevará a cabo la información pública
mediante anuncio en el BORM por plazo mínimo de 30 días a la vez que el trámite del procedimiento de su
autorización sustantiva, dando traslado a continuación al órgano competente para otorgar la autorización
ambiental integrada para que continúe la tramitación (Dirección General de Medio Ambiente y Mar
Menor). Y si no está sometida tampoco a alguna de esas autorizaciones sustantivas se presentará ante el
órgano competente para otorgar la AAI (Dirección General de Medio Ambiente y Mar Menor).Artículo 32
LPAI .

-Si la actividad está sometida a EIA simplificada de competencia autonómica, de acuerdo con
el artículo 31.2 LPAI (redacción Ley 10/2018) el promotor podrá presentar la solicitud de AAI junto a la
solicitud de inicio de la EIA simplificada ante el sustantivo a efectos de evaluación (artículo 5 LEA y 85
LPAI) que la remitirá al órgano ambiental o esperar a que recaiga el informe de impacto ambiental y
presentar entonces la solicitud de AAI al órgano procedente (Ver también art. 45 LEA).

-Si la actividad está sometida a EIA ordinaria, de acuerdo con el artículo 36 LEA el promotor
presentará el proyecto y el estudio de impacto ambiental ante el órgano sustantivo (artículo 5 y 11 LEA y
85 LPAI) que lo someterá a información pública durante un plazo no inferior a 30 días mediante anuncio en
el BORM ( se tramitará a la vez la información pública del procedimiento sustantivo, de la EIA y de la AAI
(art. 11.4, 12.3, 13 y 16 TRLPCIC y 9.4 REI) y realizará la consulta a AAPP afectadas y personas interesadas.
El órgano sustantivo remitirá al órgano ambiental la solicitud y los documentos a acompañar (art. 39.3
LEA)



EL PROCEDIMIENTO DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA III

• La evaluación de impacto ambiental simplificada se regula en los
artículos 45 a 48 de la LEA (aunque se presenta ante el sustantivo este lo
remite al órgano ambiental que realiza las consultas y emite el informe
de impacto ambiental). El art. 31.2 LPAI para los proyectos sometidos a
EIA simplificada de competencia autonómica establece la posibilidad
para el promotor de esperar a que recaiga el informe de impacto
ambiental para presentar la solicitud de la AAI.

• La evaluación de impacto ambiental ordinaria se regula en los artículos
33 a 44 LEA.

• Según el artículo 28 TRLPCIC no podrá otorgarse AAI ni autorizaciones
sustantivas sin que previamente se haya dictado la declaración de
impacto ambiental de acuerdo con la Ley 21/2013. El artículo 20 del REI
regula la remisión de la DIA o IIA por el órgano ambiental al órgano
sustantivo y al órgano competente para otorgar la AAI para que
continúen la tramitación de sus procedimientos.

• El procedimiento de AAI se regula en los artículos 12 a 27 TRLPCIC y en
los artículos 8 a 20 REI.



EL PROCEDIMIENTO DE LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL SECTORIAL

• Se regula en los artículos 45 y 46 de la LPAI ( exigidas por la normativa
estatal relativas a gestión de residuos, atmósfera y vertidos al mar su
régimen se regula en las leyes citadas en la primera parte de la
exposición). Deben solicitarse conjuntamente y serán objeto de una sola
resolución que será desestimatoria si procede denegar alguna de ellas.

• La solicitud se presentará ante el órgano sustantivo a efectos de
evaluación de impacto ambiental junto a la solicitud de inicio de la
evaluación ordinaria o simplificada (artículos 5, 36, 45 LEA y 85 LPAI).

• Si el proyecto no está sujeto a evaluación de impacto ambiental
autonómica se presentarán ante el órgano competente para concederla
(art. 46.3 LPAI).



EL PROCEDIMIENTO DE LA AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ÚNICA PARA
PROCEDIMIENTOS EN TRÁMITE EN ABRIL DE 2016 QUE NO HAYAN
DESISTIDO.

• Artículos 18 y 45 a 54 LPAI antes de su derogación por la Ley 2/2017.



ACTIVIDADES SUJETAS AL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN PREVIA O
DECLARACIÓN RESPONSABLE. ARTÍCULO 9 LEY 21/2013 DE EVALUACIÓN
AMBIENTAL
-Actividades Grupo C atmósfera (Ley 34/2007).

-Productores de residuos, transportistas, agentes, negociantes (Ley 22/2011).

-Tener en cuenta artículo 9 y 36.1 de la LEA. Relativo a cuando una actividad exija DR o CP y requiera EIA no podrá
presentarse dicha DR o CP hasta la publicación en el BORM del resultado de la EIA y resolución del órgano sustantivo. De
presentarse carecería de validez y eficacia, sin perjuicio de las sanciones que procedan. En los proyectos sometidos a DR o
CP y a EIA ordinaria corresponderá al órgano ambiental la información pública.

-Y el artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de PAC AAPP en relación al régimen de comunicación previa o 
declaración responsable:

-Declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que
cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o
para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración
cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el
período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

-Comunicación aquel documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública
competente sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un
derecho.

-La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a una declaración 
responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable, 
la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, 
determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se 
tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

-Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del 
interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la 
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un 
período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de 
aplicación.

-Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una misma actividad u
obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea posible la exigencia de ambas
acumulativamente.



Bibliografía consultada

• La Responsabilidad Medioambiental en España de José Guerrero Zaplana.

• El Derecho Ambiental Administrativo de Blanca Lozano Cutanda.

• Guía práctica de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental 
de Jesús Sedano Lorenzo e Íñigo García-Atance Prieto
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Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

Afecciones de los proyectos industriales en el 

Medio Natural. La Red Natura 2000.

Sistemas de Información Geográfica (S.I.G.). 

Instrumentos de apoyo y consulta.



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

181001

Art 45, CE. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado 

para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo, exigiendo a los 

poderes públicos que velen por la utilización racional de todos los recursos 

naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y 

restaurar el medioambiente, apoyándose para ello en la indispensable solidaridad 

colectiva.



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

181001

La población que reside en la actualidad en las ciudades 

constituye ya la mitad de la humanidad; dentro de 20 años, casi 

el 60% de la población mundial (5.000 millones de personas) 

vivirá en ciudades.(Fuente: ONU-Hábitat)

• El mundo cuenta ya con 7.000 millones de habitantes; en el año 2050 habrá 9.000 millones. 

• Una de cada cinco personas (1.400 millones) vive con 1,25 dólares al día o menos.

• Mil quinientos millones de personas no tienen acceso a la electricidad, 2.500 millones carecen de 

un retrete y casi 1.000 millones pasan hambre cada día.

• Las emisiones de los gases de efecto invernadero siguen aumentando y más de un tercio de las 

especies conocidas podría extinguirse si continúa sin ponerse coto al cambio climático.

• Para que podamos legar a nuestros hijos y nietos un mundo habitable es necesario hacer frente sin 

tardanza a la pobreza generalizada y a la destrucción del medio ambiente.

• En el futuro pagaremos un precio mayor, incluso con más pobreza e inestabilidad y con un planeta 

degradado, si no logramos abordar desde ahora y de un modo adecuado esos desafíos cruciales



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

Uno de los resultados más importantes de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible Rio+20 fue la decisión 
de los gobiernos de elaborar y aprobar una 
serie de Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS).

La misión del Plan Estratégico es “… detener la

pérdida de diversidad biológica a fin de asegurar

que, para 2020, los ecosistemas sean resilientes

y sigan suministrando servicios esenciales, 

asegurando de este modo la variedad de la vida 

del planeta y contribuyendo al bienestar humano 

y a la erradicación de la pobreza…”.



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

 La presente Directiva tiene por objeto contribuir a garantizar la 
biodiversidad en la Unión Europea (UE) mediante la conservación 
de: 

• los hábitats naturales y 

• las especies silvestres de fauna y flora.

 Establecer la red Natura 2000, la mayor red ecológica del 
mundo. Natura 2000 comprende zonas especiales de 
conservación designadas por los países de la UE en el marco de 
esta Directiva. Asimismo, Natura 2000 incluye las zonas 
especiales de protección con arreglo a la Directiva de aves 
(Directiva 2009/147/CE). 

Directiva 92/43/CEE del 

Consejo, de 21 de mayo de 

1992, relativa a la 

conservación de los hábitats 

naturales y de la fauna y flora 

silvestres

http://eur-lex.europa.eu/summary/glossary/natura.html
http://publications.europa.eu/resource/legissum/ev0024


Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

11.320 Km2

¿Montañosa?

25% 0-200 m

45% 200-600 m

35% >600 m

Cuenca del río Segura

Sudeste 

ibérico



• Directiva Hábitats (Directiva 92/43/CE)

• Directiva Aves (Directiva 2009/147/CE)

• Ley 42/2007 del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad

• Ley 7/1995 de Fauna Silvestre de la Región de Murcia

• Ley 4/1992 de Ordenación y Protección del Territorio de la Región de Murcia

• Decreto n.º 50/2003, de 30 de mayo por el que se crea el Catálogo Regional de 

Flora Silvestre Protegida de la Región de Murcia y se dictan normas para el 

aprovechamiento de diversas especies forestales.

• Ley 14/2016, de 7 de noviembre, de Patrimonio Arbóreo Monumental de la Región 

de Murcia.

• Decreto n.º 89/2012, de 28 de junio, por el que se establecen normas adicionales 

aplicables a las instalaciones eléctricas aéreas de alta tensión con objeto de 

proteger la avifauna y atenuar los impactos ambientales.

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 



Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

1 Calnegre y Cabo Cope 14 Cañón de Almadenes

2 Calblanque, Monte de 

las Cenizas y Peña del 

Águila

15 Islas e islotes del litoral 

mediterráneo

3 Carrascoy y El Valle
16 Sierra de la Muela, Cabo 

Tiñoso y Roldán*

4 Salinas y Arenales de 

San Pedro del Pinatar
17 Cabezo Gordo**

5 Sierra de El Carche 18 Saladares del Guadalentín**

6 Sierra de la Pila 19 Sierra de Salinas**

7 Sierra Espuña

8 Sotos y Bosques de 

Ribera de Cañaverosa
20 Monte Arabí

21 Gredas de Bolnuevo (en 

trámite)

9 Barrancos de Gebas Áreas marinas protegidas

10 Cuatro Calas

11 Espacios abiertos e 

islas del Mar Menor

12 Humedal del Ajauque 

y Rambla Salada

13 Sierra de las Moreras

http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/190
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/195
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/calnegre
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/215
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/198
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/217
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/197
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/274
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/199
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/209
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/201
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/saladares-del-guadalentin1
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/200
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/sierra-de-salinas1
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/196
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/191
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/193
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/203
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/espacios-naturales-protegidos/-/journal_content/56_INSTANCE_4Yvz/14/3352339
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/192
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/visor-novedades/-/journal_content/56_INSTANCE_3DvY/14/4273771
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/208
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/espacios-naturales-protegidos/-/journal_content/56_INSTANCE_4Yvz/14/181316
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/207
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/206
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/205
http://www.murcianatural.carm.es/web/guest/204
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Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

Nombre

ES0000173  Parque Regional de Sierra Espuña
ES0000174  Sierra de la Pila
ES0000175  Salinas y Arenales de San Pedro del Pinatar
ES0000195  Humedal del Ajauque y Rambla Salada
ES0000196  Estepas de Yecla
ES0000199  Sierra de la Fausilla
ES0000200  Isla Grosa
ES0000256  Islas Hormigas
ES0000257  Sierra de Ricote y La Navela
ES0000259  Sierra de Mojantes
ES0000260  Mar Menor
ES0000261  Almenara-Moreras-Cabo Cope
ES0000262  Sierras del Gigante-Pericay, Lomas del Buitre-Río 
ES0000263  Llano de las Cabras
ES0000264  La Muela-Cabo Tiñoso
ES0000265  Sierra del Molino, Embalse del Quípar y Llanos del 
ES0000266  Sierra de Moratalla
ES0000267  Sierras de Burete, Lavia y Cambrón
ES0000268  Saladares del Guadalentín
ES0000269  Monte El Valle y Sierras de Altaona y Escalona
ES0000270  Isla Cueva de Lobos
ES0000271  Isla de las Palomas
ES0000507  Espacio marino de los Islotes Litorales de Murcia y 
ES0000508  Espacio marino de Tabarca-Cabo de Palos
ES0000536  Lagunas de las Moreras
ES0000537  Lagunas de Campotéjar

Zonas de Especial 

Protección para las 

Aves

Actualmente existen 26 Zonas de Especial Protección para 

las Aves en la Región de Murcia, 24 declaradas por la 

CARM y 2 por el MAGRAMA. La superficie de áreas ZEPA 

de competencia regional asciende a 192.912,69 ha de 

ámbito terrestre y 13.745,88 ha de ámbito marino.



Búho real

Halcón peregrino

Chova piquirroja

Malvasía cabeciblanca

Cigüeñuela común

Porrón pardo (Vicente Hernández Gil)

Camachuelo trompetero

Aguilucho cenizo

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 
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Lugares de 

importancia 

comunitaria

Nombre del LIC

ES000017 Sierra Espuña
ES000017 Salinas y Arenales de San Pedro del Pinatar
ES620000 Calblanque, Monte de las Cenizas y Peña del Águila
ES620000 Carrascoy y El Valle
ES620000 Sierra de la Pila
ES620000 Sierras y Vega Alta del Segura y Ríos Alhárabe y 
ES620000 Humedal del Ajauque y Rambla Salada
ES620000 Espacios abiertos e islas del Mar Menor
ES620000 Islas e islotes del litoral mediterráneo
ES620000 Sierra de Salinas
ES620000 Sierra de El Carche
ES620001 Cuatro Calas
ES620001 Sierra de las Moreras
ES620001 Calnegre
ES620001 Cabezo Gordo
ES620001 Saladares del Guadalentín
ES620001 La Muela y Cabo Tiñoso
ES620001 Revolcadores
ES620001 Sierra de Villafuerte
ES620001 Sierra de la Muela
ES620001 Sierra del Gavilán
ES620002 Casa Alta-Salinas
ES620002 Sierra de Lavia
ES620002 Sierra del Gigante
ES620002 Sierra de la Tercia
ES620002 Cabezo de Roldán
ES620002 Sierra de la Fausilla
ES620002 Sierra de Ricote-La Navela
ES620002 Sierra de Abanilla
ES620002 Río Chícamo
ES620003 Cabo Cope
ES620003 Minas de la Celia
ES620003 Cueva de las Yeseras
ES620003 Lomas del Buitre y Río Luchena
ES620003 Sierra de Almenara
ES620003 Sierra del Buey 
ES620003 Sierra del Serral 
ES620003 Cuerda de la Serrata 
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Superficie protegida

Red Natura 2000 

(LIC y ZEPA)

Medio terrestre 268.118  ha.

Medio Marino 180.572 ha

Total  448.690 Has.
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Tipos de hábitats de interés comunitario

Tipos de 

hábitats

Hábitats 

prioritarios

Hábitats 

raros

Hábitats muy 

raros

Región de Murcia 48 13 12 20

Grupo 1. Hábitats costeros y vegetaciones halofíticas

Grupo 2. Dunas marítimas y continentales

Grupo 3. Hábitats de agua dulce

Grupo 4. Brezales y matorrales de zona templada

Grupo 5. Matorrales esclerofilos

Grupo 6. Formaciones herbosas naturales y seminaturales

Grupo 7. Turberas altas, turberas bajas y áreas pantanosas

Grupo 8. Hábitats rocosos y cuevas

Grupo 9. Bosques



HÁBITATS NATURALES DE 
INTERÉS COMUNITARIO

(Anexo I, Directiva 92/43/CEE del 
Consejo)

Superficie total          481.783 Has.

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 
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Vegetación gipsícola

1520*. Vegetación gipsícola ibérica 

(Gypsophiletalia)

Sabinares y coscojares

5210. Matorrales 

arborescentes de Juniperus spp

Encinares

9340. Encinares de Quercus ilex

y Quercus rotundifolia

Hábitats de laderas

8210.Pendientes rocosas 

calcícolas con vegetación 

casmofítica 

Hábitats de roquedos

Matorral y tomillar 

termomediterráneo

5330. Matorrales 

termomediterráneos y pre-

estépicos

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 
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Tipos de hábitats de interés comunitario

Hábitats singulares

Vegetación gipsícola

• Hábitat 1520*. Vegetación gipsícola

ibérica (Gypsophiletalia)

Vegetación de roquedos

• Hábitat 8210. Pendientes rocosas 

calcícolas con vegetación casmofítica

Sabinares y coscojares

• Hábitat 5210. Matorrales 

arborescentes de Juniperus spp.

Carrascales

• Hábitat 9340. Encinares de Quercus

ilex et Quercus rotundifolia

Vegetación halófila

• Hábitat 1510*. Estepas salinas 

mediterráneas (Limonietalia)

Vegetación de aguas dulces

• Hábitat 3140. Aguas oligomesotróficas calcáreas 

con vegetación béntica de Chara spp.

• Hábitat 3280. Ríos mediterráneos de caudal 

permanente del Paspalo-Agrostidion con cortinas 

vegetales ribereñas de Salix y Populus alba

• Hábitat 3290. Ríos mediterráneos de caudal 

intermitente del Paspalo-Agrostidion

• Hábitat 1310. Vegetación anual pionera con 

Salicornia y otras especies de zonas fangosas o 

arenosas

• Hábitat 1410. Pastizales salinos mediterráneos 

(Juncetalia maritimi)

Vegetación de desprendimientos rocosos

• Hábitat 8310. Desprendimientos 

mediterráneos occidentales y termófilos

Vegetación de saladar

• Hábitat 1420. Matorrales halófilos 

mediterráneos y termoatlánticos

(Sarcocornetea fruticosi)

Vegetación de manantiales

• Hábitat 7220*. Manantiales petrificantes 

con formación de tuf (Cratoneurion)

622027 Trachelio caeruleae-Adiantetum capilli-veneris

151045 Limonio caesii-Lygeetum sparti 

721155 Rhamno borgiae-
Teucrietum rivasii (buxifolii)

834034 Quercetum rotundifoliae

152043 Teucrio verticillati-Thymetum pallescentis

214011 Charetum vulgaris
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Las vías pecuarias son caminos 

tradicionales de ganado, principalmente ovino, que 

han llegado hasta nuestros días, y originados por la 

práctica, uso y costumbres del negocio ganadero 

defendido por privilegios reales o normas locales.

a) Las cañadas son aquellas vías cuya anchura no exceda 

de los 75 metros.

b) Son cordeles, cuando su anchura no sobrepase los 37,5 

metros.

c) Veredas son las vías que tienen una anchura no superior 

a los 20 metros.



216 montes catalogados

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 



MONTES DE UTILIDAD PÚBLICA REGIÓN DE MURCIA

Superficie regional: 148.630 Has.

Condicionantes medioambientales en los 

proyectos industriales 

SUPERFICIES (Has.)

Total Monte 

Arbola

do

Total Uso 

Fores

tal

Total No 

Fores

tal

Total 

Provin

cial

IFN 3 (1999) 316.292 486.019 645.241 1.131.260

IFN 2 (1986-87) 269.278 505.781 625.617 1.131.398
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Artículo 6. Concepto de monte en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

A efectos de lo dispuesto en los apartados 1.c), 1.e) y 2 del artículo 5 de la Ley 43/2003, de 21 de
noviembre, de Montes, tienen la consideración de monte en la Comunidad Autónoma de la Región de
Murcia los terrenos siguientes:
1. Los terrenos agrícolas abandonados sobre los que no se hayan desarrollado siembras o plantaciones
características de cultivos agrícolas en un plazo de 10 años y siempre que hayan aparecido signos
inequívocos de su carácter forestal.
2. Los enclaves forestales en terrenos agrícolas, entendiendo por tales las superficies cubiertas de
vegetación arbórea, arbustiva, de matorral o herbácea, y que cumplan o puedan cumplir funciones
ambientales, protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o recreativas. A estos efectos, se
considerarán como monte en todo caso aquellos enclaves que tengan:
a. Una superficie mínima de 1 hectárea.
b. Los de cualquier superficie que presente al menos una de las siguientes características:
- Que posean una pendiente superior al 20%.
- Que se encuentren situados en un espacio natural protegido de la Red Natura 2000 o presenten hábitats
de interés comunitario o especies de flora silvestre protegida.
- Las riberas y sotos en los márgenes de los cauces fluviales, ramblas, humedales, embalses de agua y
lagunas litorales.
- Que la superficie forestal provenga de trabajos subvencionados de reforestación de terrenos agrícolas.
3. No tienen la consideración de monte:
a. Los terrenos dedicados al cultivo agrícola.
b. Los suelos que estén clasificados como urbanos, así como los urbanizables sectorizados con instrumento
de planeamiento de desarrollo, informado por el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma y aprobado
definitivamente.

Ley 8/2014, de 21 de noviembre, de Medidas Tributarias, de Simplificación 

Administrativa y en materia de Función Pública.



borrador rev_12.3

Artículo 32. Modificación de la Ley 8/2014, de 21 de noviembre, de Medidas

Tributarias, de Simplificación Administrativa y en materia de Función

Pública.

Uno. Modificación del apartado primero del artículo 6 la Ley 8/2014,
de 21 de noviembre, de medidas tributarias, de simplificación
administrativa y en materia de función pública:
1. Los terrenos agrícolas abandonados, sobre los que no se
hayan desarrollado siembras o plantaciones características de
cultivos agrícolas en un plazo de 20 años, siempre que hayan
aparecido signos inequívocos de su carácter forestal.

Ley 10/2018, de 9 de noviembre, de Aceleración de la

Transformación del Modelo Económico Regional para la

Generación de Empleo Estable de Calidad.
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http://www.murcianatural.carm.es/alfresco/geocatalogo/

http://www.murcianatural.carm.es/alfresco/geocatalogo/
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